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CONTADURÍA
PÚBLICAEl 8 de septiembre de 2009, el titular del Ejecutivo Federal, pre-

sentó ante la Cámara de Diputados la Iniciativa de Decreto que 
Reforma, Adiciona y Deroga Diversas Disposiciones Fiscales, 
como parte del paquete económico para el ejercicio fiscal de 
2010.

El Ejecutivo Federal señala en la exposición de motivos que 
propuso al Congreso de la Unión una reforma integral de la 
hacienda pública como un instrumento para garantizar al Es-
tado, entre otros objetivos, la captación de mayores recursos 
para atender las necesidades de financiamiento y, en conse-
cuencia, alcanzar el desarrollo humano sustentable, que cons-
tituye un aspecto prioritario contenido en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2007-2012.

Al igual que en años pasados, la reforma fiscal sólo quedó en 
buenos deseos, ya que los cambios fiscales realizados tie-
nen por objeto obtener mayores recursos, por medio de im-
poner mayores cargas tributarias a los contribuyentes cau-
tivos, quedando en el olvido la imperiosa necesidad de 
ampliar la base, eliminar regímenes especiales y la simplifi-
cación administrativa; por lo tanto, la reforma fiscal integral 
no llega y así iniciaremos un nuevo año, sin alcanzar la tan 
deseada reforma fiscal, entre otras reformas.

Las disposiciones que integran el Decreto que Reforma, Adi-
ciona y Deroga Diversas Disposiciones del Código Fiscal de la 
Federación (CFF); el Impuestos Sobre la Renta (ISR), Impuesto 
al Valor Agregado (IVA), Impuesto a los Depósitos en Efectivo 
(IDE), Impuesto Especial Sobre Producción (IESP), etc., son, sus-
tancialmente, recaudatorias.

En materia del CFF, las disposiciones que aprobó el Congreso, 
fueron de las más amplias, en relación con otras; de las demás 
leyes se destacan, entre otras, la forma de efectuar la compro-
bación de operaciones, con comprobantes fiscales digitales, 
comprobantes fiscales impresos y estados de cuenta banca-
rias, un nuevo mecanismo para la actualización de cantidades y 
el otorgamiento de más facultades para las autoridades en ma-
teria de fiscalización.

En materia del ISR, nos encontramos con el incremento de la 
tasa de 28 a 30%, tanto para personas morales como físicas, un 
esquema nuevo de determinación de los intereses reales, la re-
forma a la consolidación fiscal, nuevas obligaciones para dona-
tarias, etcétera.

Asimismo, en este número de diciembre, ofrecemos varios 
artículos con los temas más importantes de este Decreto: El 
cambio del régimen de consolidación fiscal, el outsourcing, 
los efectos de la reforma del ISR en salarios y prestaciones, el 
análisis legal y constitucional de las reformas al CFF, la refor-
ma a la Ley del Seguro Social, etcétera.

Como cada año, cuando se presentan las reformas a las leyes 
fiscales, Contaduría Pública pone a disposición de sus lectores 
los comentarios de distinguidos especialistas en la materia. De 
igual manera, recomendamos consultar los artículos que apa-
recen en la página Web correspondientes a este mes.
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Resumen ejecutivo
Reforma Fiscal  2010

Impuesto Sobre la Renta (ISR)

Tasa para personas físicas y morales

Se ajusta temporalmente la tarifa de personas físicas y 
la tasa de personas morales con el objeto de ubicar la 
tasa máxima en 30%, disminuyéndola a partir de 2013 
a 29% y en 2014 a 28%.

Los contribuyentes del sector primario durante los ejer-
cicios 2010, 2011 y 2012, tendrán una reducción de 
30% del ISR y durante el ejercicio 2013 considerarán 
una reducción en la tasa del ISR de 27.59%, para que-
dar, a partir del ejercicio 2014, en 25%.

Consolidación Fiscal

En materia de Consolidación Fiscal, se proponen diver-
sas modificaciones relevantes:

El entero del impuesto diferido, con motivo de la con-
solidación fiscal, se debe pagar en un plazo máximo 
de cinco ejercicios.

Las empresas controladoras deben proceder en cada 
ejercicio a enterar el impuesto diferido, con motivo 
de la consolidación fiscal, correspondiente al sexto 
ejercicio inmediato anterior a aquél del que se trate. 
El entero del impuesto diferido se enterará como si-
gue: 1) 25% en el ejercicio en el que se deba efectuar 
el pago del impuesto diferido; 2) 25% en el segundo 
ejercicio fiscal; 3) 20% en el tercer ejercicio fiscal; 4) 
15% en el cuarto ejercicio fiscal, y 5) 15% en el quin-
to ejercicio fiscal.

Por lo que respecta a las empresas que en el ejercicio 
2010 tengan más de cinco ejercicios consolidando 
para efectos fiscales, se establece que éstas deben 
proceder a pagar, en el mes de junio del citado ejer-
cicio, 25% del impuesto diferido acumulado a 2004 
y el restante 75% como sigue: 1) 25% en el ejercicio 
2011; 2) 20% en el ejercicio 2012; 3) 15% en el ejer-

•

•

•

cicio 2013, y 4) 15% en el ejercicio 2014. El impuesto 
diferido por el ejercicio de 2005, se procederá a en-
terarlo en 25% en 2011 y 75% a razón de 25% en el 
ejercicio 2012, 20% en 2013, 15% en 2014 y 15% en 
2015, y así, sucesivamente.

Cabe destacar que, cuando la sociedad controlado-
ra no entere el impuesto diferido en los plazos pre-
vistos, el SAT determinará el impuesto omitido y sus 
accesorios.

El Contador Público Registrado (C.P.R.) que dictami-
ne para efectos fiscales emitirá opinión respecto a la 
determinación del ISR diferido dentro del dictamen 
sobre los estados financieros.

Estímulo Fiscal a la Investigación 
y Desarrollo Tecnológico

Se elimina el estímulo fiscal relativo a la investigación y 
desarrollo de tecnología previsto en la Ley del Impues-
to Sobre la Renta (LISR), estableciéndose un régimen 
de transición para el acreditamiento del estímulo pen-
diente de aplicar al 31 de diciembre de 2008.

Enajenación de casa habitación

Se mantiene la exención por la enajenación de casa ha-
bitación hasta un monto que no exceda de un millón 
quinientas mil unidades de inversión (UDIS).

No obstante, se limita dicha exención, señalando que 
la misma es aplicable siempre que durante los cincos 
años inmediatos anteriores a la fecha de enajenación 
de que se trate, los contribuyentes no hubieren enaje-
nado otra casa habitación por la que hubieran obteni-
do esta exención. Adicionalmente, se precisa que el lí-
mite de un millón quinientas mil UDIS no será aplicable 
cuando el enajenante demuestre haber residido en su 
casa habitación durante los cinco ejercicios inmediatos 
anteriores a la fecha de su enajenación.

•

•

Recién se aprobó, por parte del Congreso de la Unión, 
lo que constituye la Reforma Fiscal para 2010. En seguida comento 
los aspectos más relevantes de la misma
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Deducción de intereses por 
créditos hipotecarios

Se establece que las personas físicas consideren den-
tro de sus deducciones personales, el monto de los in-
tereses efectivamente pagados por créditos hipoteca-
rios destinados a la adquisición de su casa habitación 
contratados con las instituciones integrantes del siste-
ma financiero, siempre que el monto total de los crédi-
tos otorgados por dicho inmueble no exceda de un mi-
llón quinientas mil UDIS.

Donatarias autorizadas

Las donatarias cuyos ingresos por enajenación de bie-
nes o prestación de servicios distintos de su objeto so-
cial que excedan de 10% de los ingresos propios de su 
objeto, pagarán el impuesto conforme al título II de la 
LISR.

Mediante disposición transitoria se precisa que lo dis-
puesto en el párrafo anterior, entrará en vigor el 1 de 
mayo de 2010.

Régimen de intereses

Se establece un nuevo método para el reconocimien-
to de los intereses reales, el cual consiste en una nue-
va mecánica para determinar los ingresos acumulables 
por intereses sujetos al pago de impuesto, en la que se 
precisa que el monto de la retención del ISR, que deben 
efectuar las personas que realicen los pagos de intere-
ses, se determine, aplicando la tasa de 30% al interés 
real positivo, resultante de la aplicación de la mecáni-
ca en comento.

Es importante señalar que tratándose de personas fí-
sicas, el monto del ISR retenido se considerará como 
pago definitivo, sin importar el monto de los intere-
ses percibidos.

En el caso de personas morales, la retención que se les 
efectúe se considerará como pago provisional de ISR y 
los residentes en el extranjero estarán sujetos al pago 
del impuesto conforme al régimen que les es aplicable 
(Título V), sin perjuicio que aplique algún tratado para 
evitar la doble tributación.

Además, se precisa que en el caso de obtener una pér-
dida derivada de la obtención de un interés real nega-
tivo, ésta daría lugar a un crédito fiscal que las insti-
tuciones que componen el sistema financiero podrían 
aplicar contra las retenciones que deban efectuarse al 
contribuyente de que se trate, por ingresos por intere-
ses que se perciban en el ejercicio y la parte del crédito 
fiscal que no se hubiese podido acreditar en el ejercicio 

El Contador Público Registrado 
que dictamine para efectos 

fiscales emitirá opinión 
respecto a la determinación 

del ISR diferido dentro 
del dictamen sobre los 

estados financieros»

C.P.C. Carlos Cárdenas Guzmán

Socio Director de la Práctica de Consultoría en Impuestos de 

Ernst & Young

Vicepresidente Fiscal del IMCP

carlos.cardenas@mx.ey.com
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se podría aplicar en los diez ejercicios siguientes hasta 
agotarla, actualizada por inflación.

Finalmente, es importante mencionar que mediante 
disposición transitoria, este nuevo esquema del régi-
men de intereses entrará en vigor a partir del 1 de ene-
ro de 2011.

Tasa de retención anual sobre intereses

Se disminuye la tasa de retención de intereses a razón 
de 0.60% en lugar de 0.85% aplicable durante 2009.

Intereses pagados a bancos extranjeros

Mediante disposición de vigencia anual se prorroga la 
aplicación de 4.9% sobre los intereses pagados a ban-
cos extranjeros que residan en un país con el que Méxi-
co tenga celebrado un tratado para evitar la doble tri-
butación.

Crédito fiscal por deducciones en exceso

Para el ejercicio fiscal 2010, se precisa que el crédito 
fiscal generado por el exceso de deducciones previsto 
en el artículo 11 de la Ley del IETU, podrá aplicarse úni-
camente contra el propio IETU en los diez ejercicios si-
guientes hasta agotarse y ya no así contra el ISR cau-
sado en el ejercicio en el que se generó el citado crédito 
como actualmente prevé la disposición.

Impuesto a los Depósitos 
en Efectivo (IDE)

Tasa del impuesto

Se incrementa la tasa del IDE 1 punto porcentual, que-
dando en 3% sobre los depósitos en efectivo efectua-
dos en un mes. 

Límite de exención

Se reduce la exención de $25,000 a $15,000 sobre los 
depósitos efectuados en efectivo en el mes. 

Eliminación de la exención para personas 
morales y físicas con actividades 
empresariales y profesionales

Se elimina la exención para las personas morales y fí-
sicas con actividades empresariales y profesionales por 
los depósitos en efectivo que se realicen en cuentas 
propias abiertas con motivo de créditos otorgados por 
las instituciones del sistema financiero, entrando en vi-
gor a partir del 1 de julio de 2010, con la obligación 
para las demás personas físicas de proporcionar infor-
mación a la institución financiera para seguir gozando 
de la exención. 

Impuesto Especial sobre 
Producción y Servicios (IEPS)

Telecomunicaciones

Se establece una tasa de 3% a los servicios de teleco-
municaciones, tales como telefonía, televisión por ca-
ble o satélite. La tasa será aplicable sobre la contra-
prestación pagada al prestador del servicio.

Únicamente, quedan exentos de este impuesto, los servi-
cios de telefonía pública y rural y los de interconexión que 
se brindan entre sí los prestadores de servicios, así como 
los servicios de Internet. En este último caso, se precisa que 
cuando dichos servicios se ofrezcan junto con otros que se 
presten, por medio de una red pública de telecomunicacio-
nes, dicha exención será procedente cuando en el compro-
bante respectivo se determine, por separado, su importe.

Se establece una tasa 
de 3% a los servicios de 

telecomunicaciones, tales 
como telefonía, televisión 

por cable o satélite. La 
tasa será aplicable sobre la 

contraprestación pagada 
al prestador del servicio»

Impuesto Empresarial a 
Tasa Única (IETU)

Información sobre el listado de 
conceptos base para el IETU

Al igual que para el ejercicio 2009, se señala para el 
ejercicio fiscal 2010, la obligación para los contribu-
yentes del IETU de presentar a las autoridades fisca-
les en el mismo plazo establecido para la presentación 
de los pagos provisionales y de la declaración del ejer-
cicio, según se trate, la información correspondiente a 
los conceptos que sirvieron de base para su determina-
ción, en los formatos que para tales efectos establezca 
el Servicio de Administración Tributaria (SAT) mediante 
reglas de carácter general.
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Bebidas alcohólicas y cervezas

Se incrementa la tasa aplicable a la enajenación de 
cerveza para quedar en 26.5% durante los años 2010, 
2011 y 2012 y de 26% durante el ejercicio 2013, para 
que en 2014, se regrese al nivel actual de 25%.

Tratándose de la enajenación de bebidas alcohólicas, 
con una graduación mayor a 20° G.L., se incrementa la 
tasa aplicable a razón de 53% para los ejercicios 2010, 
2011 y 2012 y de 52% para el ejercicio 2014, para que 
en 2014, se regrese al nivel actual de 50%.

Tabacos y cigarros

Se establece una cuota adicional de $0.04 por cigarro 
enajenado o importado por el año 2010, de $0.06 por 
2011, de $0.08 por 2012 y de $0.10 a partir de 2013.

Juegos con apuesta y sorteos

Se incrementa la tasa de 20 a 30% del impuesto a los 
juegos con apuestas y sorteos.

Impuesto al Valor Agregado (IVA)

Tasa del impuesto

Se incrementa un punto porcentual la tasa del IVA, 
quedando en 16% la tasa general y en 11% la aplicable 
para la región fronteriza.

Intereses

Se gravan los intereses recibidos o pagados por las per-
sonas integrantes del sistema financiero por créditos 
otorgados a los contribuyentes, personas físicas que 
opten por pagar sus impuestos en el Régimen de Pe-
queños Contribuyentes (Repecos).

Mediante disposición transitoria se precisa que esta re-
forma entrará en vigor a partir del 1 de julio de 2010.

Comprobantes fiscales

Se realiza un ajuste a la Ley, eliminando de su texto, la 
referencia que se hace de que los comprobantes fisca-
les deben ser impresos en establecimientos autorizados 
por el SAT. Lo anterior, con el fin de armonizar la Ley 
con el nuevo esquema de comprobantes fiscales digi-
tales a que hace referencia el Código Fiscal de la Fede-
ración (CFF).

Asimismo, mediante disposición transitoria, se precisa 
que esta reforma entrará en vigor a partir del 1 de ene-
ro de 2011.

Transitoriedad de las operaciones 
realizadas en 2009 cobradas 
a partir de 2010

Mediante disposición transitoria, se señala que las ope-
raciones realizadas con anterioridad al 1 de enero de 
2010, cuya contraprestación se haya cobrado con pos-
terioridad a esa fecha, estarán afectas al pago del IVA a 
la tasa de 16 o de 11%, según corresponda.

No obstante lo anterior, se establece que los contribu-
yentes podrán calcular el IVA, aplicando la tasa de 15 o 
10%, según corresponda, siempre que los bienes o ser-
vicios o el uso o goce temporal de bienes, se hayan en-
tregado o proporcionado antes del 1 de enero de 2010 
y el pago de las contraprestaciones respectivas se rea-
lice dentro de los 10 días naturales inmediatos poste-
riores a dicha fecha.

Se incrementa la tasa 
aplicable a la enajenación 

de cerveza para quedar 
en 26.5% durante los años 
2010, 2011 y 2012 y de 26% 

durante el ejercicio 2013, 
para que en 2014, se regrese 

al nivel actual de 25%»

Código Fiscal de la Federación

Declaraciones complementarias

Se precisa que las declaraciones complementarias co-
rrespondientes a ejercicios anteriores al revisado, no 
tengan efectos cuando se presenten, una vez que las 
autoridades fiscales hayan iniciado el ejercicio de las fa-
cultades de comprobación, cuando éstas tengan alguna 
repercusión en el ejercicio que se esté revisando.

Comprobantes fiscales

En materia de comprobantes fiscales se precisa lo si-
guiente:

La existencia de tres esquemas de comprobación 
fiscal (en papel mediante la impresión de compro-
bantes a través de impresores autorizados, com-

•
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probantes digitales con sello digital y mediante el 
estado de cuenta bancario para deducir y/o acre-
ditar las erogaciones pagadas con cheque, tarjeta 
de crédito o de débito o traspaso electrónico entre 
cuentas bancarias).

Se establecen beneficios adicionales para los contri-
buyentes que emitan sus comprobantes fiscales de 
manera digital, a través de los medios que el SAT pone 
a disposición del contribuyente en su página de Inter-
net, los cuales consisten en la obtención de las devo-
luciones en un plazo de 20 días hábiles, en sustitución 
del plazo de 40 días, actualmente, establecido.

Se determina la obligación de verificar la auten-
ticidad de los comprobantes para deducir o acre-
ditar, con base en los mismos, por medio de la 
página del SAT.

Mediante disposición transitoria se precisa que esta 
reforma entrará en vigor a partir del 1 de enero de 
2011 a efecto de que los contribuyentes cuenten con 
un plazo razonable para la transición e implementa-
ción del nuevo esquema. 

Asimismo, por medio de disposición transitoria se es-
tablece que los comprobantes fiscales impresos por 
terceros autorizados vigentes, y que reúnan los re-
quisitos, podrán seguir siendo utilizados hasta ago-
tar su vigencia.

Infracciones y sanciones

Se actualizan diversas infracciones y sanciones relacio-
nadas con el nuevo esquema de comprobantes fiscales 
digitales, de papel con dispositivo de seguridad o me-
diante el estado de cuenta bancario.

Defraudación fiscal

Las siguientes conductas se sancionan en los mismo 
términos que la defraudación fiscal:

Comercialice los dispositivos de seguridad.

Le dé efectos fiscales a los comprobantes con dispo-
sitivos de seguridad que no tengan, por ejemplo, se-
llo digital, certificado de firma electrónica avanzada 
vigente, etcétera.

Le dé efectos fiscales a los comprobantes digitales 
que no reúnan los requisitos del 29 y 29-A del CFF.

•

•

•

•

•

•

•

Ley de Ingresos de la Federación 
(LIF) para el ejercicio fiscal 2010

Créditos para sociedades controladoras 
para el pago del ISR diferido

Se establece que Nacional Financiera, S.N.C., podrá 
otorgar créditos a las sociedades controladoras que, 
conforme a las disposiciones aplicables durante 2010 
deban cubrir el ISR diferido correspondiente a 2004 y 
ejercicios anteriores, con la finalidad de que se utilicen 
para cubrir el citado impuesto diferido.

Facilidades administrativas 
y beneficios fiscales

Se mantienen las mismas tasas de recargos para el 
pago de créditos fiscales respecto del ejercicio de 
2009; es decir, 0.75% mensual sobre saldos insolutos y 
en el caso de pago a plazos, 1% mensual hasta 12 me-
ses, 1.25% mensual de 12 hasta 24 meses, y del 1.5% 
mensual para plazos superiores a 24 meses, así como 
para el pago a plazos diferido.

Estímulos fiscales

Persisten los mismos estímulos fiscales respecto del 
ejercicio de 2009, tales como: 1) el acreditamiento del 
IEPS por el diesel que se adquiera como combustible 
para maquinaria en general, y 2) el relativo a las perso-
nas que adquieran diesel para su consumo final en ac-
tividades agropecuarias o silvícolas, entre otros. 
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régimen de 
consolidación fiscal
Reformas para 2010

En el “Decreto que concede estímulos a las socie-
dades y unidades económicas que fomenten el 
desarrollo industrial y turístico del país”, publica-

do el 20 de junio de 1973 es en donde encontramos el 
antecedente directo de la CONFIS. Dentro de los consi-
derandos del decreto se establece lo siguiente:

“Que frente a la necesidad de promover, dentro 
del sistema de economía mixta que nos rige, las 
unidades productivas mexicanas y ante la im-
posibilidad de desviar el gasto público de las in-
gentes necesidades que tiene que satisfacer, se 
ha formulado un sistema de incentivo que fle-
xibiliza la capacidad operativa y financiera de 
estas empresas sin producir, en términos gene-
rales, sacrificio fiscal o que de producirlo impli-
caría un simple diferimiento en el pago del im-
puesto de la unidad productiva.

(…)

Que en ambas hipótesis el principio de neutra-
lidad fiscal no se concibe en forma inerte, es-
tático, como un simple dejar hacer, sino com-
prometido con el reto de nuestro tiempo; el 
desarrollo que busca la participación de todos 
los sectores en el aumento de la productividad 
y el reparto justiciero de sus frutos exigiéndo-
se a las empresas que deseen utilizar incenti-
vos fiscales, cumplan requisitos que garanticen 
la promoción de dicho desarrollo.

(…)

Se establece un mecanismo de autocontrol que 
impide fomentar la ineficacia y nivela las pérdi-
das de una empresa con las utilidades de otras, 
de modo de salvaguardar la recaudación pro-
veniente de la unidad económica.”

Como puede observarse, desde sus orígenes la CONFIS 
ha supuesto un sacrificio fiscal temporal, es decir en 
tanto el grupo en su conjunto es totalmente utilitario, 
el concepto de diferimiento utilizado creemos expresa 
el tiempo que transcurrirá entre el arranque o estabi-
lización de un negocio que inicialmente pierde y hasta 
que éste genere utilidades que serán base para la gene-
ración de impuesto sobre la renta, y no de manera es-
pecífica un importe determinado que la CONFIS expre-
samente permita no sea pagado, pues tal cosa no esta 
jurídicamente expresada de esa manera en las reglas 
que regulan la CONFIS.

Se enfatiza la necesidad de apoyo y fomento de la in-
versión en nuestro país, inversiones que, por su parte, 
contribuyen al desarrollo de nuestra economía; adicio-
nalmente, se ha reconocido la importancia que tiene 
un sistema neutral de pago del impuesto sobre la ren-
ta para lograr dicho apoyo, sin tener que destinar que 
fueron utilizadas para otras prioridades que el país de-
mandaba en su momento.

Insistimos en el término neutralidad, el cual para estos 
efectos no significa otra cosa más que:

Se permita al mismo grupo de interés económico 
tributar sobre bases netas (aplicación inmediata de 
pérdidas vs utilidades).

Proveer a este tipo de entidades con un mecanismo 
para determinar su verdadera capacidad contributiva.

Que dicho mecanismo refleje el rendimiento (la ren-
ta) neto real que obtiene el accionista y sobre la cual 
debería hacer su cálculo de impuesto sobre la renta.

Que dicho mecanismo se encuentre fundamentado 
en la Ley y en la Constitución.

•

•

•

•

Dentro del paquete de reformas aprobadas por el 
Congreso de la Unión (Congreso), se encuentra la 
relativa al régimen de Consolidación Fiscal (CONFIS), las que acotan 
en forma importante los alcances de sus beneficios
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C.P.C. Manuel Rico Loyola

Socio de Impuestos, KPMG Cárdenas Dosal, S.C. 

rico.manuel@kpmg.com.mx

En términos generales, podemos decir que el decreto 
de las unidades de fomento establecía lo siguiente:

La sociedad de fomento (equiparable a una sociedad 
controladora) determinaba el ingreso global grava-
ble de la unidad de fomento sumando a 100% los 
ingresos acumulables y las deducciones autorizadas 
que habían sido declaradas en la declaración indivi-
dual de la sociedad de fomento y las sociedades pro-
movidas, reconociéndose que la unidad de fomento 
podría obtener una utilidad y/o una pérdida. 

Las sociedades que pagaran dividendos a la sociedad 
de fomento, estaban exentas de la obligación de re-
tener el ISR por distribución de dividendos. 

Las ganancias por ventas de acciones realizadas por 
la sociedad de fomento se encontraban exentas del 
pago del ISR. 

En el artículo 9 de decreto del 20 de junio de 1973, 
se establecía que la reversión de los beneficios obte-
nidos por el régimen de las unidades de fomento se 
debería dar cuando la sociedad de fomento dejara de 
considerarse como tal, o bien, en los casos de desin-
corporación de alguna sociedad. 

De lo anterior, se desprende que aun en los inicios del 
régimen de la CONFIS, se ha buscado la neutralidad en 
el gravamen y han estado relativamente claros los mo-
mentos en los que los beneficios que otorga el régimen 
tienen que ser restituidos al Fisco Federal.

Con la reforma fiscal de 1999 el ejecutivo se apar-
tó abiertamente de las premisas fundamentales de la 
CONFIS, aludiendo necesidades recaudatorias y propo-
niendo acotar los beneficios de la CONFIS al disminuir-
se a 60 puntos el porcentaje en que se podían con-
siderar los resultados de las empresas del grupo para 
determinar el resultado fiscal consolidado.

Más aún, en la reforma del mismo ejercicio 1999 se adi-
ciona un supuesto en cuyo caso ciertos efectos econó-
micos, específicamente los generados por las pérdidas 
fiscales contribuidas por miembros del grupo, deberán 
reversarse, sin que dicho supuesto tenga que ver con 
la modificación de la unidad económica como tal, así 
pues se estableció que las pérdidas fiscales individuales 
que no hubieran podido ser amortizadas por la socie-
dad que las generó durante los diez ejercicios siguien-
tes a aquél en que se generaron deberían reversarse 
(sumarse) para determinar el resultado fiscal consoli-
dado del ejercicio fiscal en el que se cumpla el cita-
do plazo.

No obstante lo cuestionable de tales reformas y tal 
como se enfatiza en párrafos subsecuentes, dicha pro-

•

•

•

•

La reforma aprobada al 
régimen de consolidación 
fiscal puede considerarse 

como inconstitucional 
por ser retroactiva»
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puesta cuidó incluir disposiciones claras encaminadas a 
minimizar y/o eliminar cualquier efecto de retroactivi-
dad en la aplicación de tales disposiciones fiscales. 

También, debe mencionarse que en 2005, nuevamen-
te se permitió la CONFIS al porcentaje de tenencia ac-
cionaría que la empresa controladora tenga en las de-
más empresas en forma directa o indirecta, por lo que 
el régimen de CONFIS a 60% sólo tuvo una duración 
de cuatro años.

Reformas aprobadas para 2010

Destaca uno de los argumentos esgrimidos en la ini-
ciativa de reforma, el cual menciona de manera erró-
nea que la ley actual no prevé una fecha determinada 
para el pago del impuesto que, en su caso, se genere 
por la reversión de los efectos económicos generados 
por la consolidación, refiriéndose a ello como “impues-
to diferido” por la CONFIS lo que representa un sacrifi-
cio para el Fisco. 

Este “argumento” llama la atención toda vez que en el 
párrafo anterior a esta mención, se señalan las situa-
ciones que originan el pago que debe hacerse por los 
beneficios que un grupo ha obtenido en la CONFIS, es 
decir aquellos casos en que la unidad económica ha 
cambiado o el adicionado en 1999, respecto al plazo 
para amortizar las pérdidas en lo individual, entonces la 
ley actual sí prevé de forma exacta las situaciones jurí-
dicas y de hecho, que deben acontecer para estar obli-
gados a reversar los efectos económicos de la conso-
lidación.

Comentamos esta situación ya que resulta relevante, 
toda vez que el inversionista al tomar la decisión de op-
tar por determinar los resultados del grupo de mane-
ra consolidada, consideró lo que las disposiciones esta-
blecían en ese momento; por consiguiente, los planes 
financieros y de inversión fueron elaborados conside-
rando como fechas probables de desembolso de im-
puestos aquéllas en que se dieran los supuestos pre-
vistos por las disposiciones fiscales; por lo tanto, un 
desembolso con anterioridad a dichos momentos re-
sultaría en afectaciones desde el punto de vista finan-
ciero y constitucional de los grupos que consolidan. 
Las reformas efectuadas a este régimen se presentan 
a continuación.

Opción para desconsolidar

Se establece que para dejar de consolidar fiscalmente, 
ya no se deberá obtener autorización del SAT, sino que 
en su lugar se deberá presentar un aviso, acompañado 

de los estados financieros dictaminados de todas las 
empresas del grupo, correspondientes al ejercicio ante-
rior y al ejercicio en que se deje de consolidar, así como 
el cálculo del saldo a cargo o a favor de impuesto de-
terminado con motivo de la desconsolidación dictami-
nado por un Contador Público.

La transmisión de una autorización para consolidar no 
reinicia el plazo forzoso para consolidar, esto es cohe-
rente con la intención de que se deje de consolidar para 
efectos fiscales.

Con la reforma fiscal de 
1999 el ejecutivo se apartó 
abiertamente de las premisas 
fundamentales de la CONFIS»

Pago del impuesto diferido

Se establece que en cada año se deberá pagar el im-
puesto que se haya diferido en la consolidación en el 
sexto ejercicio anterior y que no se hubiera pagado al 
año anterior. El pago se efectuará en la misma fecha en 
la que se debe presentar la declaración del ejercicio an-
terior, debiéndose actualizar el impuesto desde la fecha 
en que debió pagarse el impuesto de no haber consoli-
dado y hasta la fecha en la que se presente el pago.

El impuesto se pagará en parcialidades anuales, sien-
do los dos primeros pagos equivalentes a 25% del im-
puesto diferido, el tercero a 20%, y el cuarto y quin-
to pago de 15%.

La reforma aprobada establece que a partir de 2010, los 
efectos derivados de la consolidación fiscal reconoci-
dos hasta 31 de diciembre de 2004 se reversen, ente-
rándose, en su caso, el impuesto que se genere, sin que 
se haya actualizado ninguno de los supuestos actual-
mente previstos, por lo que en nuestra opinión la refor-
ma aprobada implica:

Establecer una medida que, lejos de promover la in-
versión, la desalienta e incluso pone en riesgo las in-
versiones realizadas con el flujo de efectivo que se 
logró generar al tributar sobre una base neutra.

Establecer una media que limitará a los grupos em-
presariales a determinar una base fiscal impositiva 
congruente con su real capacidad contributiva.

Establecer una norma fiscal que atenta franca y di-
rectamente en contra del principio de irretroactivi-
dad consagrado en nuestra Carta Magna.

•

•

•
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Se aclara que los efectos derivados de la desincorpo-
ración de empresas y/o modificaciones en la participa-
ción accionaria no deberán considerarse, si los mismos 
ya fueron incluidos en el cálculo del impuesto diferido. 

Para efectos de determinar el impuesto diferido se es-
tablece un procedimiento alternativo al que actual-
mente se contiene en la ley, reconociéndose de alguna 
manera que el procedimiento actual es inequitativo, ya 
que existen duplicidades en su cálculo.

les, y que para efectos de la consolidación dicho plazo 
estaría limitado a cinco ejercicios y de forma indivi-
dual se tendrían 10 para su amortización, eliminándo-
se la neutralidad que debe ser inherente al régimen de 
la CONFIS.

En caso de que una sociedad controladora incumpla 
con el pago del impuesto diferido, se prevé un meca-
nismo para el pago de dicho impuesto más los acceso-
rios y sanciones que procedan.

De acuerdo con el procedimiento alterno para deter-
minar el impuesto diferido, se considerarán las pérdi-
das fiscales que hayan sufrido las empresas del grupo 
en el sexto ejercicio anterior y que las empresas que las 
generaron no hayan podido disminuir a diciembre del 
año anterior a aquél por el cual se efectúa el cálculo, así 
como las pérdidas derivadas de la enajenación de ac-
ciones que se hayan disminuido para determinar el re-
sultado fiscal consolidado.

Al resultado obtenido, se le aplicará la tasa del impues-
to vigente en ese año y se pagará junto con el impues-
to del ejercicio anterior, en este caso, se podrá incre-
mentar el saldo del registro de la Cuenta de Utilidad 
Fiscal Neta consolida por la diferencia que se obtenga 
de comparar la que se obtenga con este procedimiento 
contra la determinada originalmente.

En adición, se deberá comparar el saldo del registro de 
la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada, adiciona-
do con el monto de las pérdidas menos el impuesto que 
se haya pagado por las mismas, contra el registro de 
utilidades de la controladora y las controladas, cuan-
do el saldo de estas últimas sea mayor, la diferencia se 
considerará utilidad distribuida.

Para determinar el impuesto, dicha utilidad se deberá 
multiplicar por el factor del 1.3889 (el factor se modifi-
ca de acuerdo con la tasa vigente en cada año) aplicán-
dose la tasa corporativa a este resultado, el impuesto 
resultante, se podrá acreditar contra el que resulte de 
la comparación de saldos de registros de utilidades fis-
cales en los siguientes años.

En el caso de dividendos pagados entre empresas que 
consolidan, la ley establecía, hasta antes de la refor-
ma, que el impuesto sobre la renta de aquéllos que no 
provienen de la cuenta de utilidad fiscal neta, se paga-
ría hasta la fecha en que se vendieran las acciones de 
la empresa que los pagó o disminuyera la participación 
consolidable.

A partir de 2010, también se establece que el impues-
to correspondiente a los dividendos pagados entre em-
presas del grupo se considerará como parte del im-

El impuesto diferido hasta 
diciembre de 2004, se 

deberá comenzar a pagar 
en junio de 2010»

En el caso de las pérdidas fiscales obtenidas por las em-
presas controladas o controladora, el segundo párrafo 
de la fracción II del artículo 68 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta (LISR), actualmente en vigor, menciona:

(…)

Las pérdidas fiscales obtenidas por la socie-
dad controladora o por una sociedad contro-
lada, que no hubieran podido disminuirse por 
la sociedad que las generó en los términos del 
artículo 61 de esta Ley, y que en los términos 
del primer párrafo del inciso b) y del primer 
párrafo del inciso c) de la fracción I de este 
artículo se hubieran restado en algún ejercicio 
anterior para determinar la utilidad o la pérdi-
da fiscal consolidada, deberán adicionarse a la 
utilidad fiscal consolidada o disminuirse de la 
pérdida fiscal consolidada del ejercicio en que 
se pierda el derecho a disminuirlas

(…)”

El artículo 61 establece que la pérdida fiscal sufrida 
en un año podrá disminuirse de la utilidad de los diez 
ejercicios siguientes, por lo que, transcurrido ese pla-
zo se debería reversar el efecto de las pérdidas que 
tuvo una empresa controlada y que fueron conside-
radas en una CONFIS, y que no pudieron ser amorti-
zadas por la empresa que las generó.

Ahora se establece que el efecto en la determinación 
del impuesto consolidado que tuvieron las pérdidas fis-
cales consideradas en la CONFIS, deberá revertirse al 
término de cinco años y no de 10, tal y como lo esta-
blece el artículo en cuestión; generándose una distor-
sión en el periodo de amortización de pérdidas fisca-
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puesto diferido en la consolidación que debe pagarse 
una vez transcurridos cinco ejercicios.

La anterior debe ser aclarado, pues existen dos dispo-
siciones señalando momentos diferentes para el pago 
del impuesto de los dividendos contables, toda vez que 
no se modificó la disposición que señala expresamente 
cuándo debe pagarse dicho impuesto.

El impuesto se calculará de acuerdo con lo establecido 
en las disposiciones fiscales vigentes en el ejercicio en 
que dichos dividendos fueron pagados, o a opción de 
la controladora, ésta pagará el impuesto aplicando la 
tasa vigente en el ejercicio al que corresponda el pago 
del impuesto diferido.

La mecánica aplicable para determinar el impuesto di-
ferido por los dividendos que no hubieran provenido de 
la cuenta de utilidad fiscal neta debe aclarase, ya que la 
única disposición que hace referencia a estos dividendos 
para determinar un impuesto es la relativa a la desincor-
poración de controladas, por lo que en nuestra opinión 
no existe procedimiento alguno para determinar el im-
puesto diferido por dividendos.

Por otra parte, se establece que para efectos de deter-
minar el impuesto sobre dividendos no se deben consi-
derar los pagados hasta antes de enero de 1999.

Asimismo, mediante disposiciones transitorias se esta-
blece que el impuesto diferido a pagar se determinará a 
partir de 2010 considerando las pérdidas fiscales de la 
controladora y controladas que se hubieran disminui-
do en la consolidación hasta diciembre de 2004, y no 
se hayan amortizado a nivel individual a diciembre de 
2009, sin embargo, si aplicamos el procedimiento esta-
blecido en la ley, en 2010 se deben considerar los re-
sultados del sexto ejercicio anterior, siendo éste el de 
2004, por lo que se duplicaría el pago del impuesto di-
ferido de este año.

Es evidente que lo mencionado es un error, pues en la 
iniciativa se menciona que la intención es que se pa-
gue el impuesto diferido una vez que hayan transcurri-
dos cinco años, plazo obligatorio para consolidar para 
efectos fiscales, por lo cual la ley debería considerar los 
resultados obtenidos en el quinto ejercicio anterior y no 
hacer referencia al sexto ejercicio anterior.

Es cierto que durante la existencia de la CONFIS, el le-
gislador ha incorporado cambios que han reducido los 
beneficios otorgados por el régimen, principalmente 
atendiendo a la necesidad expresada por el ejecutivo 
de incrementar la recaudación fiscal, lo cual ha resul-
tado cuestionable; sin embargo, tales cambios han sido 
propuestos incluyendo disposiciones que evitaban que 

los cambios propuestos trastocaran los efectos jurídi-
co-económicos generados bajo el imperio de la ley que 
se pretendía modificar.

En adición, se deberá considerar como parte del im-
puesto diferido, el correspondiente a la diferencia que 
se obtenga de comparar el saldo del registro de la cuen-
ta de utilidad fiscal neta consolidada del sexto ejerci-
cio anterior con el de las empresas del grupo. En caso 
de que este último sea mayor, la diferencia se consi-
derará como utilidad. Del mismo modo, se considera-
rá el impuesto correspondiente a los dividendos decre-
tados hasta diciembre de 2004 por los que no se pagó 
el impuesto.

El camino correcto para ayudar a 
la recuperación de la economía es 
el apoyo a la inversión privada»

El impuesto diferido hasta diciembre de 2004, se debe-
rá comenzar a pagar en junio de 2010, de acuerdo con 
lo siguiente:

25% en junio de 2010.

25% junto con la declaración anual de 2011.

20% junto con la declaración anual de 2012.

15% junto con la declaración anual de 2013.

15% junto con la declaración anual de 2014.

Obligaciones de las controladoras

Se establecen como obligaciones de las empresas con-
troladoras llevar, por cada ejercicio fiscal, los registros 
siguientes:

Del impuesto diferido.

Del impuesto diferido enterado.

Del saldo del impuesto diferido pendiente de enterar.

De la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada co-
rrespondiente al impuesto diferido.

De la cuenta de utilidad fiscal neta de las socieda-
des controladora y controladas correspondiente al 
impuesto diferido.

De las pérdidas de las sociedades controladas y con-
troladora correspondientes al impuesto diferido.

Es importante señalar que deberá darse a conocer la 
mecánica para determinar estos registros, ya que se 

•

•

•

•
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¿Por qué utilizar el coaching?
“Ver para cambiar”

El camino del

	 Coaching

La búsqueda de mejores resultados para la organización, por medio 
de mejores resultados de los individuos y del trabajo en equipo, es 
quizá la razón más importante para usar el coaching.

El coaching ayuda a que las personas puedan darse cuenta de 
cuándo necesitan corregir lo que hacen y generar comportamientos 
nuevos ante entornos cambiantes. Éstos son, en esencia, los tres 
productos más importantes que se buscan con esta técnica.

Es conveniente recordar que el coaching es una manera de apoyar 
el aprendizaje, en especial cuando se trata de creencias, actitudes y 
comportamientos que afectan nuestros resultados, nuestras relacio-
nes y nuestra auto-relación.

Por otra parte, los temas más tratados por las personas que buscan 
un coach en la vida organizacional son:

Resultados. Las personas quieren mejorar lo que producen, o sus 
jefes quieren que mejoren.

Competencias. Sus líderes, o bien ellos mismos, se dan cuenta de 
que el mundo de hoy les exige nuevas competencias.

Avanzar. Con frecuencia, las personas no avanzan en sus carreras 
profesionales con la velocidad que quisieran y muchas veces no 
saben por qué ni qué hacer al respecto, o bien, la carrera que 
han elegido no les está dando las satisfacciones que esperaban y 
empiezan a contemplar un cambio en sus trabajos.

Asuntos de vida. Los seres humanos no dejan su vida personal en 
la puerta de entrada a los trabajadores y, aunque el coaching no es 
una disciplina terapéutica es, sin duda, una técnica que ayuda a la 
reflexión y a los descubrimientos que pueden influir positivamen-
te en la vida de las personas.

Estos cuatro ámbitos son naturales para un coach profesional y tam-
bién para un líder en la organización; los dos primeros son ámbitos 
naturales y los últimos menos frecuentes.

¿Qué hace un coach?
Observa; te disciplina; entiende tu mundo; ayuda a fijarte metas y 
alcanzarlas; te evalúa; te guía hacia tus descubrimientos; te pregunta si 
quieres ayuda; comparte tu crecimiento; te da retroinformación; evoca 
lo mejor en ti; te hace preguntas inteligentes; ayuda a entenderte, y, 
para tu coach, eres muy importante.

*

*

*

*

Martín Espino
Editorial Panorama

Mettamorfosis Consultoría, S.A. de C.V.

hace referencia a utilidades fiscales netas y pérdidas 
fiscales correspondientes al impuesto diferido, concep-
tos que no son definidos en la ley.

En el dictamen fiscal de las empresas controlado-
ras se deberá revelar la forma en que se determinó 
el impuesto diferido, y por cada empresa del grupo: 
las pérdidas pendientes de amortizar, el saldo de la 
cuenta de utilidad fiscal neta y el monto de los divi-
dendos distribuidos que no provengan del saldo de 
la cuenta de utilidad fiscal neta, así como el porcen-
taje de participación accionaria y/o consolidable de 
la controladora en las controladas.

De no cumplirse con esta obligación, se deberá des-
consolidar y enterar el impuesto diferido pendiente 
de pago.

Consideramos, que la reforma aprobada al régimen de 
consolidación fiscal puede considerarse como incons-
titucional por ser retroactiva, toda vez que la Ley del 
ISR vigente, señala claramente el plazo y circunstancias 
para la reversión de ciertos efectos económicos (pérdi-
das fiscales disminuidas en la consolidación y dividen-
dos no provenientes de la CUFIN) y el pago del impues-
to que pudiera derivar de dicha reversión, por lo que, 
en nuestra opinión, dicho término no se ha consumado 
y por consiguiente, cualquier disposición que pretenda 
modificarlo debe ser calificada como retroactiva y, por 
ende, inconstitucional.

Conclusión

En nuestra opinión, no es un momento oportuno para 
desincentivar la inversión nacional y/o extranjera, aun 
bajo pretexto de una recuperación económica, en su 
caso, creemos que el camino correcto para ayudar a 
la recuperación de la economía es el apoyo a la inver-
sión privada.

La necesidad de recursos fiscales no justifica de forma 
alguna, que se pretendan violar garantías constitucio-
nales en un afán meramente recaudatorio.

La reforma fiscal aprobada adolece de imprecisiones, 
como lo es el doble efecto de pago del impuesto diferi-
do en consolidación correspondiente al ejercicio 2004; 
por lo tanto, se debe revisar el texto legal y las impre-
cisiones, así como las referencias equívocas que ésta 
contenga.

En el ejercicio de 1999 se cumplió el objetivo de acotar 
los beneficios del diferimiento del impuesto en la CON-
FIS, y a partir del ejercicio 2009, las autoridades fisca-
les comenzarán a obtener la recaudación derivada de 
tales reformas. 
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Suspensión del  acreditamiento contra el  ISR del

crédito fiscal 
Por deducciones mayores a los ingresos en el  IETU

Desde la exposición de motivos que sustentó la 
creación de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única 
(IETU), se planteó que este nuevo gravamen tenía fines extra fiscales 
que, entre otros, incluye el control de las planeaciones fiscales que 
los contribuyentes llevan a cabo para disminuir o dejar de pagar el 
Impuesto Sobre la Renta (ISR); de tal forma que el IETU se convierte 
en un impuesto de control del ISR, toda vez que quienes no pagan 
ISR o lo hacen en cantidades menores, tendrán como impuesto 
mínimo a pagar el IETU

En la misma exposición de motivos para la creación 
del IETU se dijo que aquellas empresas o perso-
nas físicas que realicen erogaciones mayores a los 

ingresos gravables del ejercicio, entre otros motivos, 
por la adquisición de inventarios así como por la ad-
quisición de inversiones permanentes en activos fijos, 
gastos y cargos diferidos, podrían generar una “pérdi-
da” que se convertiría en un crédito fiscal, el cual se 
acredita actualizado primero contra el ISR causado en 
el mismo ejercicio fiscal en el que se generó el crédi-
to, mientras que el remanente, que en su caso resul-
te, será acreditable únicamente contra el IETU causado 
en los 10 ejercicios posteriores al de su obtención. Di-
cho acreditamiento, en los ejercicios posteriores, tam-
bién se realiza en forma actualizada tanto en los pa-
gos provisionales del IETU como en el IETU a cargo del 
ejercicio.

El tratamiento anterior, que se encuentra previsto en 
el artículo 11 de la Ley del IETU, promueve la inver-
sión de capitales por parte de los contribuyentes de 
este impuesto. En efecto, para que un contribuyen-
te obtenga base negativa o “pérdida” en el IETU, se re-
quiere tener mayores deducciones que ingresos, y para 
que esto así resulte, es necesario que las empresas in-
viertan capitales líquidos para efectuar las erogacio-
nes que den origen a las deducciones autorizadas; otra 
forma de contar con recursos líquidos es mediante la 
contratación de pasivos, de manera que con estos re-
cursos se hagan las erogaciones que den lugar a las 
deducciones mayores, a pesar de la prohibición expre-
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sa de la Ley, en el sentido de no permitir la deduc-
ción de los intereses a cargo devengados en los pasi-
vos contratados, por no formar parte del precio, como 
lo dispone el tercer párrafo de la fracción I del artícu-
lo 3 de esta Ley.

Al permitirse el acreditamiento del crédito fiscal ge-
nerado en el IETU por tener mayores deducciones au-
torizadas que ingresos gravables, llevándolo primero 
contra el ISR causado en el ejercicio, antes de ser acre-
ditado contra el IETU causado en los 10 ejercicios pos-
teriores, es una muestra de la complementariedad de 
ambos impuestos. Asimismo, el hecho de que en la Ley 
del IETU se acepte el acreditamiento del ISR causado y 
pagado por las empresas en el mismo ejercicio, sin im-
portar si este ISR fue o no producto de ingresos grava-
dos también por el IETU, es otra prueba más de lo com-
plementario de ambos impuestos.

Esta complementariedad ha dado origen a que más 
de 30 países con los que México ha firmado un trata-
do para evitar la doble tributación y combatir la eva-
sión fiscal, hayan aceptado considerar el IETU pagado 
en México por las empresas residentes en esos países, 
como equivalente a un ISR pagado para fines de estos 
tratados internacionales.

En el caso del tratado entre México y los Estados Uni-
dos de Norteamérica, el Departamento del Tesoro y el 
Servicio de Rentas Internas (IRS) de los Estados Uni-
dos, aceptaron no impugnar el acreditamiento que los 
contribuyentes norteamericanos hagan del IETU paga-
do en México, contra el ISR a su cargo en EE.UU., pero 
sólo para los primeros dos años de vigencia de la Ley 
del IETU, plazo durante el cual, el gobierno de EE.UU., 
analizaría el IETU, de tal manera que una vez concluido 
ese plazo, emitiría una opinión definitiva sobre la acep-
tación o no de reconocer los pagos de IETU como pa-
gos de ISR para los fines del tratado entre estas dos na-
ciones vecinas.

Es el caso, de que en la recién aprobada reforma fis-
cal para 2010, los legisladores tomaron la decisión de 
suspender el acreditamiento contra el ISR causado en 
el ejercicio 2010, del aludido crédito fiscal del artículo 
11 de la Ley del IETU, dando así, origen a una modifica-
ción radical en la relación actual que existe entre el ISR 
y el IETU, sin medir las consecuencias que pueda tener 
esta decisión.

En efecto, sin justificación de por medio y sin modifi-
car la Ley del IETU, ambas cámaras legislativas, tanto la 
de origen como la revisora, aprobaron la Ley de Ingre-
sos de la Federación para 2010, de tal manera, que en 
el tercer párrafo del artículo 22 de esta Ley, decidieron 
que: “Para efectos del artículo 11 tercer párrafo de la 
Ley del IETU, el monto del crédito fiscal a que se refie-
re dicho artículo no podrá acreditarse por el contribu-
yente contra el ISR causado en el ejercicio en el que se 
generó el crédito”.

En otro orden de ideas, el artículo 11 de la Ley del IETU 
continuará vigente sin modificación alguna; sin em-
bargo, las empresas y demás contribuyentes que efec-
túen inversiones importantes en inventarios y/o en 
bienes del activo fijo, gastos y cargos diferidos, ya 
sea con recursos propios o con pasivos contratados y 
como consecuencia de ello, tengan mayores deduccio-
nes autorizadas que ingresos acumulables en el ejerci-
cio 2010 y generen el crédito fiscal a que se refiere el 
citado artículo 11 de la Ley del IETU, sólo podrán acre-
ditar dicho crédito contra el IETU que resulte a cargo 
del contribuyente durante los ejercicios 2011 a 2020, 
pero ya no contra el ISR que causen en el ejercicio 
fiscal 2010, lo que representa dar marcha atrás a esa 
complementariedad existente hoy en día entre el ISR y 
el IETU, desalentado, con ello, a las empresas naciona-
les y extranjeras en la realización de inversiones.

Esta decisión legislativa afectará la economía de nues-
tro país, ya que las empresas y las personas físicas no 
tendrán ningún estímulo para invertir o para endeu-
darse y así intentar crecer adquiriendo inventarios, in-

Quienes no pagan ISR o 
lo hacen en cantidades 

menores, tendrán 
como impuesto mínimo 

a pagar el IETU»
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muebles y otros activos fijos y gastos y cargos dife-
ridos, sencillamente porque las reglas del juego han 
cambiado, y los contribuyentes deben reorientar su es-
trategia en la planeación de sus inversiones.

Si los inventarios sólo se deducen en el ISR vía costo de 
ventas hasta que son enajenados. Y en el IETU su ad-
quisición anticipada no permite la posibilidad de gene-
rar una perdida que los beneficie, no habrá estímulo 
para invertir, si no es necesario hacerlo. Lo mismo su-
cede con la inversión en activos fijos, gastos y cargos 
diferidos, donde la gran mayoría de los contribuyen-
tes no tiene depreciación inmediata en el ISR; y si, ade-
más, en el IETU la inversión no da mayores beneficios, 
no habrá motivación para invertir.

Otro posible efecto negativo que puede tener esta de-
cisión legislativa, es cómo lo van a tomar los gobiernos 
extranjeros que han aceptado el pago del IETU como 
ISR para los efectos de los tratados fiscales internacio-
nales firmados con México, debido a la complementa-
riedad que originalmente tenían estos dos gravámenes 
federales hasta 2009.

lo 11 de la Ley del IETU, ya que este ordenamiento fis-
cal que, originalmente, sería promotor de la inversión, 
ya no lo será en 2010 cuando es el momento en que el 
país necesita de la mayor inversión posible para la ge-
neración de riqueza y de empleos.

En todo caso, sólo debieron hacer modificaciones en la 
Ley del ISR, relacionadas con la aplicación del crédito 
fiscal del artículo 11 de la Ley del IETU, para aclarar te-
mas como el caso del cálculo de la Utilidad Fiscal Neta 
del ejercicio a que se refiere el tercer párrafo del artícu-
lo 88 de la ley del ISR, para que aquellas empresas que 
como consecuencia del acreditamiento del crédito pro-
veniente del IETU paguen el ISR causado en el ejercicio, 
disminuyan dicha UFIN con el resultado que se obten-
ga de dividir el ISR causado y pagado con el crédito fis-
cal del artículo 11 de la Ley del IETU, entre el factor de 
0.4286 o el factor que corresponda, de acuerdo con lo 
dispuesto por las disposiciones de vigencia temporal de 
la Ley del ISR, de la misma forma como se aplica el pro-
cedimiento descrito en la fracción II del sexto párra-
fo del artículo 11, pero de la Ley del ISR, procedimien-
to que se aplica para cuando un contribuyente acredita 
el ISR pagado por la distribución de dividendos que no 
provienen de la cuenta de UFIN, contra el ISR causado 
en el mismo ejercicio en el cual se distribuyeron divi-
dendos y hasta en los dos siguientes. 

Es un error eliminar 
la aplicación contra 
el ISR del ejercicio, 

del crédito fiscal que 
contiene el artículo 11 

de la Ley del IETU»

Especial atención habrá que poner en la decisión del 
Departamento del Tesoro y el IRS de los EE.UU., con-
siderando que hasta 2009 no han reconocido, todavía 
en forma definitiva, tomar al IETU como ISR pagado 
por las empresas estadounidenses que tienen estable-
cimiento permanente en México y lleguen a pagar IETU 
durante 2010.

Por otra parte, la forma de suspender la aplicación del 
crédito fiscal a que se refiere el artículo 11 de la Ley 
del IETU, por medio de una disposición de la Ley de In-
gresos de la Federación de 2010, parece ser temporal, 
solo para 2010; sin embargo, es el presagio de la de-
rogación, en un futuro cercano, de la disposición de la 
Ley del IETU que permite la aplicación del crédito fiscal 
contra el ISR causado en el mismo ejercicio.

Considero un error eliminar la aplicación contra el ISR 
del ejercicio, del multicitado crédito fiscal del artícu-





Contaduría Pública 								        www.imcp.org	

+
22

Reformas más relevantes para 2010

Código
Fiscal de la Federación

El pasado 8 de septiembre de 2009, el titular del 
Ejecutivo Federal, presentó ante la Cámara de 
Diputados la Iniciativa de Decreto que Reforma, Adiciona y Deroga 
Diversas Disposiciones Fiscales, como parte del paquete económico 
para el ejercicio fiscal de 2010. Finalmente, con respecto al Código 
Fiscal de la Federación (CFF), el Congreso de la Unión aprobó 
alrededor de 50 reformas totales o parciales, conformadas por dos 
disposiciones derogadas, 19 artículos adicionados y 29 reformados, 
destacando  las que se tratarán a lo largo de este artículo

Concepto de entidades 
financieras (Artículo 15-C) 

Se adiciona un nuevo artículo que establece el con-
cepto de entidad financiera, creando una lista li-
mitativa de las diversas instituciones y sociedades 

que son consideradas como tales, destacando las insti-
tuciones de crédito, instituciones de seguros que ofre-
cen seguros de vida, administradoras de fondos para el 
retiro, entre otras.

Asimismo, en el segundo párrafo del artículo 15-C, se 
determina que las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo autorizadas para operar en los términos de la 
Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Coo-
perativas de Ahorro y Préstamo, podrán ser considera-
das como entidades financieras, siempre que cumplan 
con las obligaciones a cargo de una entidad financiera.



Contaduría Pública 								        diciembre 2009

+
23

reforma  f i s c a l  2 0 1 0

Código
Fiscal de la Federación

En esta reforma tributaria 
destacan tres formas de 

efectuar la comprobación 
de operaciones: los 

comprobantes fiscales 
digitales, los fiscales 

impresos y los estados 
de cuenta bancarios»
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Mecanismo para la actualización 
de cantidades (Artículo 17-A)

El actual artículo 17-A del Código Fiscal de la Federa-
ción, establece una mecánica para el cálculo de la ac-
tualización de cantidades que, según el Ejecutivo Fe-
deral, se deja de considerar al mes de noviembre en el 
cálculo de dicha actualización; por lo que con el fin de 
que la actualización se realice en forma adecuada, el 
cambio consiste en incluir dicho mes.

Mecanismo para la determinación de 
valor de las UDIS (Artículo 20-Ter)

El Congreso de la Unión, aprobó la adición del Artícu-
lo 20-Ter a fin de establecer el procedimiento a seguir 
para el cálculo de las unidades de inversión, de una ma-
nera más exacta y clara, toda vez que la determinación 
de las unidades de inversión es un elemento esencial 
para el cálculo del impuesto sobre la renta, particular-
mente en materia de intereses.

Es importante destacar que el único destinatario de 
esta reforma es el Banco de México, quien es el en-
cargado de calcular el valor diario de las unidades 
de inversión; asimismo, cabe señalar que la finali-
dad de la presente adición, es respetar y dar cumpli-
miento al principio de legalidad tributaria conteni-
do en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos por lo que, sin lugar a dudas, se trata de 
una reforma de singular importancia, que le otorga 
mayor certeza jurídica a los contribuyentes y enri-
quece jurídicamente el esquema tributario nacional.

Comprobantes fiscales 
(Artículos 29, 29-A y 29-C)

Tal como quedó con la presente reforma tributaria, en el 
sistema de comprobación fiscal, se destacan tres formas 
de efectuar la comprobación de operaciones, a saber:

Comprobantes fiscales digitales.

Comprobantes fiscales impresos.

Estados de cuenta bancarios.

El propósito consiste en conservar y fortalecer los tres 
sistemas de comprobación fiscal para que puedan uti-
lizarse de manera simultánea, mediante nuevos com-
probantes fiscales digitales a través de Internet, dis-
positivos de seguridad adheridos a los comprobantes 
fiscales en papel y la eliminación de documentos adi-
cionales para la validación de los estados de cuenta y la 
ampliación de éstos para las entidades financieras, so-

•

•

•
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ciedades cooperativas de ahorro y préstamo y las per-
sonas morales autorizadas para emitir tarjetas de cré-
dito, débito, o de servicio o monedero electrónico.

Con lo anterior, se busca obtener una disminución de 
la evasión fiscal, al evitar la falsificación y comercia-
lización indebida de los comprobantes fiscales en pa-
pel; además, se pretende reducir los costos de factura-
ción y costos administrativos al no necesitar espacios 
adicionales para almacenar archivos o personal para su 
manejo y custodia y conservar el medio ambiente, im-
pulsar la utilización de Internet, tener un control de las 
operaciones de los contribuyentes, así como un res-
guardo y soporte de toda la información de los con-
tribuyentes para el caso de una contingencia al ser 
también conservada por el Servicio de Administración 
Tributaria (SAT) en sus bases de datos. 

Comprobantes digitales, por 
medio de la página del SAT

La nueva mecánica de expedición de comprobantes 
fiscales, mediante Internet, es aplicable, en principio, 
a todos los contribuyentes y a todas las operaciones, 
y funciona de la siguiente manera: Los contribuyen-
tes que estén obligados a emitir comprobantes fisca-
les, deberán hacerlo a través de la página del SAT; para 
tal efecto, tendrán que contar con su firma electróni-
ca avanzada y un certificado de la misma, asimismo, 
deberán tramitar un certificado para el uso de los se-
llos digitales que se deberán plasmar en el comproban-
te respectivo. Los sellos digitales permitirán acreditar la 
autoría de los comprobantes fiscales, por lo que se po-
drán tramitar uno o más certificados de sellos digitales 
para sus establecimientos o locales. 

Este comprobante fiscal debe contener todos los re-
quisitos del nuevo artículo 29-A, de entre los que se 
destaca el certificado del sello digital del contribuyen-
te que lo expide.

Antes de expedir el comprobante, el contribuyente 
debe remitir el mismo, vía electrónica, al SAT, para que 
este organismo proceda a validar el cumplimiento de 
los requisitos del comprobante fiscal, asignar el núme-
ro de folio de comprobante digital e incorporar el sello 
digital del SAT, ya sea que lo haga él mismo, o por me-
dio de proveedores de certificación de comprobantes 
fiscales digitales autorizados. Obligación que, en caso 
de ser omitida, será sancionada.

Al respecto, y a pesar que surgen una serie de inquie-
tudes y preocupaciones, se espera que el servidor del 
SAT sea lo bastante eficiente para abastecer de com-
probantes fiscales a la inmensidad de contribuyentes 

que día tras día realizan operaciones de montos mayo-
res a los $2,000.00.

Sería de gran preocupación que, debido a la falta de 
capacidad de los sistemas digitales del SAT, las opera-
ciones comerciales del país se vieran entorpecidas, lo 
que implicaría una vulneración a la garantía de libertad 
de trabajo, comercio, industria o profesión que le aco-
mode, pues sólo cuando el SAT estuviera en posibilidad 
de efectuar la validación de los comprobantes fiscales 
y regresarlos a los contribuyentes, se podría expedir el 
mismo y entregarlo al cliente. En caso contrario, y de 
hacerlo el contribuyente sin haber obtenido la valida-
ción respectiva, implicaría la comisión de infracciones 
administrativas y, probablemente, de delitos fiscales, ya 
que nadie podría dar efectos fiscales a un comproban-
te digitalizado que no contuviera los nuevos requisitos 
exigidos por la ley que se comenta.

La nueva mecánica de 
expedición de comprobantes 
fiscales por Internet es aplicable 
a todos los contribuyentes»

Uno de los beneficios que se contemplan, como conse-
cuencia de la utilización de comprobantes fiscales di-
gitales, consiste en la posibilidad de obtener la devolu-
ción de saldos a favor en el plazo de 20 días, en lugar 
de los 40 días que, como regla general, contempla el 
artículo 22.

Como parte del nuevo esquema de comprobación fis-
cal, se establece, cuidadosamente, la obligación de los 
contribuyentes a favor de quien se expida un compro-
bante fiscal digital, de verificar su autenticidad, consul-
tando la página de internet del SAT, cuando pretendan 
darle efectos fiscales.

Para tal efecto, se reformó el artículo 69, con el fin de 
no considerar violado el secreto fiscal para el caso en 
que un contribuyente, al verificar la información con-
tenida en los comprobantes fiscales digitales que pre-
tenda deducir o acreditar, acuda a la página del SAT a 
constatar que los datos son válidos, que el número de 
folio que ampara el comprobante fiscal digital fue au-
torizado al emisor y si el certificado que ampare el se-
llo digital se encuentra registrado en dicho órgano des-
concentrado y no ha sido cancelado. 

No obstante, cobra particular relevancia el hecho de 
que la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputa-
dos, haya incorporado la figura de los proveedores de 
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certificación de comprobantes fiscales digitales como 
importantes auxiliares en esta enorme tarea de valida-
ción. En efecto, a estos proveedores de certificación 
que auxilian al SAT, en la tarea de validación, asigna-
ción de folio e incorporación del sello del SAT, les es 
proporcionada información confidencial de los contri-
buyentes para lograr su cometido. Sin embargo, no se 
previó este supuesto como una excepción del secreto 
fiscal en el artículo que ahora se comenta.

La anterior omisión o descuido del autor del texto de 
la ley, implica una violación al secreto fiscal, pues los 
Diputados ni los Senadores se ocuparon de incorporar 
ese supuesto como una excepción; lo que sí ocurrió, 
tratándose de la información que se les proporcione a 
los contribuyentes que quieran verificar la autentici-
dad de los datos asentados en los comprobantes fisca-
les que pretendan acreditar o deducir. En suma, cuan-
do las autoridades fiscales proporcionen los datos de 
cada contribuyente a los proveedores de certificación 
aludidos, estarán vulnerando esta disposición de secre-
cía fiscal aun cuando el CFF en el diverso artículo 29 
prevea la figura de estos auxiliares de validación y la 
posibilidad de que el SAT proporcione los datos de los 
contribuyentes a los mismos, ya que este precepto de 
secrecía no fue reformado en este punto específico.

Comprobantes en papel con 
dispositivo de seguridad

La reforma consiste en que las operaciones de hasta un 
importe de dos mil pesos, podrán estar amparadas con 
un comprobante fiscal en papel, de libre impresión por 
medios propios o, por medio de terceros; para tal efec-
to, el contribuyente solicitará al SAT, por medios elec-
trónicos, la asignación de los respectivos folios y fi-
nalmente deberá adherir un dispositivo de seguridad 
personalizado, que tendrá que ser adquirido también 
con un proveedor autorizado por el SAT.

Los contribuyentes que opten por este tipo de com-
probación fiscal, estarán obligados a proporcionar tri-
mestralmente al SAT, la información correspondiente a 
los comprobantes fiscales que hayan expedido con los 
folios asignados, ya que en caso contrario, no le serán 
autorizados nuevos folios, además de que serán san-
cionados por dicha infracción. 

En caso de que los dispositivos de seguridad, no sean 
utilizados en un plazo de dos años, se deben destruir, 
dando posterior aviso de ello al órgano desconcentrado 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) 
en la fecha que se disponga en la resolución miscelá-
nea administrativa. Omisión que implicaría la comisión 
de infracciones. 

En armonía con la dinámica del nuevo esquema de 
comprobación fiscal, se establece la obligación de los 
contribuyentes a favor de quien se expida un compro-
bante fiscal impreso, de verificar su autenticidad, con 
el fin de estar en posibilidad de deducir o acreditar fis-
calmente la erogación que el mismo ampare.

Para tal efecto, el contribuyente que pretenda darle 
efectos fiscales a un comprobante impreso con dispo-
sitivo de seguridad, deberá cerciorarse, consultando la 
página de internet del SAT, de que el nombre, denomi-
nación o razón social y clave de inscripción en el Re-
gistro Federal de Contribuyentes (RFC) de quien apare-
ce en el mismo son los correctos, así como comprobar 
la autenticidad del dispositivo de seguridad y la corres-
pondencia con los datos del emisor del comprobante; 
sin que dicha consulta implique una violación al secre-
to fiscal. 

En materia de infracciones relacionadas con la expe-
dición de comprobantes fiscales en papel, se estable-
ció como infracción, además de las mencionadas, el 
incumplimiento de la obligación a cargo de los provee-
dores de los dispositivos de seguridad, de proporcio-
nar al SAT la información relativa a las operaciones de 
sus clientes.

Estados de cuenta

Como tercer método de comprobación fiscal, para 
efectos de las deducciones o acreditamientos, se en-
cuentra el original del estado de cuenta de quien reali-
ce el pago por la adquisición de bienes, del uso o goce 
temporal de bienes, o de la prestación de servicios, por 
medio de entidades financieras o sociedades coopera-
tivas de ahorro y préstamo, tarjetas de crédito, de dé-
bito o de servicio o monedero electrónico.

Lo anterior será posible siempre que el original del es-
tado de cuenta contenga la clave del RFC del enaje-
nante, el prestador del servicio o el otorgante del uso o 
goce temporal de los bienes; el bien o servicio de que se 
trate; el precio o contraprestación; la fecha de emisión, 
y en forma expresa y por separado, los impuestos que 
se trasladan desglosados por tasa aplicable, en tal caso, 
no será necesaria documentación adicional.

Para efectos de considerar el original del estado de 
cuenta como un comprobante fiscal, se estableció la 
obligación a cargo de las entidades financieras, socie-
dades de ahorro y préstamo, y las personas morales au-
torizadas para emitir tarjetas de crédito, de débito o de 
servicio o monedero electrónico; de expedir los estados 
de cuenta en los términos antes descritos de conformi-
dad con el modificado artículo 29-C del CFF, imponién-
dose una multa en caso de omitir dicha obligación. 
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Delitos (Artículo 109, fracciones 
VI, VII y VII adicionadas 
y 113, fracción III)

A fin de dar mayor soporte a la reforma en materia de 
comprobantes fiscales, cuyo objetivo principal es com-
batir la evasión fiscal, se consideró apropiado adicionar 
tres tipos penales de defraudación fiscal equiparada, lo 
que ha causado una gran preocupación y desconcier-
to entre los contribuyentes, pues tal como está redac-
tada la reforma, resulta alarmante y temeroso el uso de 
comprobantes fiscales.

En primer lugar, se consideró apropiado considerar que 
cuando la autoridad encuentre dispositivos de seguri-
dad de los comprobantes fiscales que contengan datos 
de identificación que no correspondan al contribuyen-
te para el que fueron autorizados, se tipifica el delito de 
defraudación fiscal equiparada. 

probantes fiscales impresos por terceros autorizados 
vigentes, podrán seguir siendo utilizados hasta ago-
tar su vigencia. En consecuencia, durante el año de 
2010 la forma de comprobación fiscal será la misma 
que ha regido hasta este momento.

Facultades de comprobación 
Declaraciones complementarias 
(Artículo 32)

De conformidad con el artículo 32, los contribuyentes 
tienen el derecho de modificar las declaraciones pre-
sentadas hasta en tres ocasiones, siempre y cuando 
no se hayan iniciado facultades de comprobación. No 
obstante, una vez iniciado el ejercicio de facultades de 
comprobación, los contribuyentes gozan del derecho 
de corregir su situación fiscal, por medio de la presen-
tación de declaraciones complementarias, mediante el 
pago de la multa respectiva.

Con la reforma, se adiciona un párrafo, por medio del 
cual se determina que una vez iniciado el ejercicio de 
facultades de comprobación no tendrán efectos las de-
claraciones complementarias de ejercicios anteriores que 
presenten los contribuyentes revisados, cuando éstas 
tengan alguna repercusión en el ejercicio que se está re-
visando. Lo que implica el desconocimiento del derecho 
de los contribuyentes a corregir su situación fiscal. 

La Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, nor-
ma especializada que contiene los derechos funda-
mentales de los contribuyentes que deben ser respe-
tados por todas las demás leyes fiscales, determina en 
su artículo 13 que los contribuyentes tienen el derecho 
de corregir su situación fiscal en las distintas contribu-
ciones objeto de la revisión, mediante la presentación 
de la declaración normal o complementaria que, en su 
caso, corresponda.

En ese tenor de ideas, los contribuyentes tienen el de-
recho, consagrado en una ley especial, de corregir, en el 
periodo o ejercicio fiscal que corresponda, su situación 
fiscal en relación con la contribución que se esté revi-
sando; de lo que se advierte que ese derecho de correc-
ción no se encuentra limitado en el tiempo sino, exclu-
sivamente, en la materia. 

En consecuencia, al establecer la ineficacia de las de-
claraciones complementarias de ejercicios anteriores al 
revisado, con repercusiones en dicho ejercicio, presen-
tadas una vez iniciadas las facultades de comproba-
ción; se está vulnerando gravemente el derecho de los 
contribuyentes de corregir su situación fiscal en rela-
ción a la contribución objeto de revisión, sin importar 
el periodo o ejercicio de que se trate.

Para el año 2010 la forma 
de comprobación fiscal será 

la misma que ha regido 
hasta este momento»

Sin embargo, lo verdaderamente alarmante es que el 
contribuyente que le dé efectos fiscales a un compro-
bante fiscal en papel, cuyo dispositivo de seguridad no 
reúna los requisitos de los modificados artículos 29 y 
29-A, o bien, a un comprobante fiscal digital que no 
reúna los requisitos legales se convertirá en un delin-
cuente cuya pena será, dependiendo el monto del com-
probante fiscal, de tres meses a dos años de prisión, o 
inclusive, de tres a nueve años de prisión.

Finalmente, se impuso una sanción de tres meses a seis 
años de prisión, al que fabrique, falsifique, reproduzca, 
enajene gratuita u onerosamente, distribuya, comercia-
lice, transfiera, transmita, obtenga, guarde, conserve, 
reciba en depósito, introduzca a territorio nacional, sus-
traiga, use, oculte, destruya, modifique, altere, manipule 
o posea dispositivos de seguridad, sin haberlos adquiri-
do a través de un proveedor autorizado por el SAT.

Disposiciones transitorias

El Congreso de la Unión, determinó que a efecto de 
dar un mayor periodo de maduración al nuevo es-
quema de comprobación fiscal, su entrada en vigor 
sería el 1 de enero de 2011; así como que los com-
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Atribuciones para obtener 
información (Artículos 32-B, fracción 
IV y 32-E, párrafos segundo y tercero)

Con el objeto de ampliar las atribuciones de la autori-
dad fiscal, se estableció la posibilidad de obtener infor-
mación relacionada con los contribuyentes, por medio 
de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el 
Retiro (CONSAR), la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas (CNSF) y la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (CNBV).

Asimismo, se determinó la posibilidad de que la au-
toridad fiscal solicite información de las operacio-
nes y estados de cuenta de los contribuyentes, di-
rectamente, de las entidades financieras, sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, así como de las 
personas morales autorizadas para emitir tarjetas de 
crédito, de débito, servicio o monederos electrónicos, 
en caso de que la petición se derive del ejercicio de 
sus facultades de comprobación o el procedimiento 
administrativo de ejecución. 

En materia de infracciones en que pueden incurrir las 
entidades, sociedades y personas morales autoriza-
das en comento; se dispuso sancionar el no propor-
cionar al SAT la información relacionada con las ope-
raciones y estados de cuenta de los contribuyentes, 
cuando les sea solicitada en virtud de las facultades 
de comprobación de la autoridad fiscal, o cobro de 
los créditos fiscales. 

Visitas domiciliarias en materia 
aduanera y en materia de juegos 
con apuestas y sorteos (Artículos 
42, fracción V y 49, fracción I) 

Vinculado con algunas obligaciones en materia 
aduanera y del impuestos de juegos con apuestas 
y sorteos, se establecieron facultades amplias a las 
autoridades para corroborar que los contribuyentes 
a los que se les han otorgado concesiones o auto-
rizaciones para el manejo almacenaje y custodia de 
mercancías cuenten con cámaras de circuito cerra-
do de televisión y vehículos especiales para su tras-
lado y que los contribuyentes que realizan juegos 
con apuestas y sorteos, cumplan con establecer di-
versos sistemas de cómputo de registro y control 
de las operaciones; ello con la finalidad de contar 
con un procedimiento ágil que permita corroborar 
el cumplimiento de las mencionadas obligaciones 
formales. 

Medidas de apremio, 
determinación de créditos fiscales 
presuntos e inmovilización de 
cuentas con aseguradoras

Aseguramiento precautorio de 
bienes y de la negociación (Artículo 
40, primer párrafo, fracciones III y 
IV y párrafo tercero, artículo 145-A, 
párrafos tercero, quinto y sexto)

Cuando los contribuyentes, responsables solidarios o 
terceros con ellos relacionados, se opongan, impidan u 
obstaculicen físicamente, el inicio o desarrollo del ejer-
cicio de las facultades de comprobación de la autori-
dad; se consideró apropiado establecer como medida 
de apremio el aseguramiento precautorio de los bie-
nes o de la negociación del contribuyente, siguiendo 
el mismo procedimiento contemplado para el embar-
go de bienes dentro del procedimiento administrativo 
de ejecución.

En tal virtud, se adicionó el artículo 145-A, a fin de es-
tablecer que el aseguramiento precautorio podrá prac-
ticarse hasta por un monto igual al resultado de la de-
terminación presuntiva provisional de los impuestos a 
pagar que efectúe la autoridad; lo anterior, permitirá 
que no se asegure la totalidad de los bienes del contri-
buyente, que los mismos cuenten con los mecanismos 
necesarios a fin de demostrar que se aseguraron bie-
nes en demasía y, de ser así, se liberen de manera ex-
pedita; igualmente, que sus cuentas no sean inmovili-
zadas sin que antes exista una resolución determinante 
de un crédito fiscal.

Procedimiento para desincentivar 
el incumplimiento de la 
presentación de declaraciones 
(Artículos 41, 65, 151, cuarto 
párrafo y 145, séptimo párrafo)

Cuando las personas obligadas a presentar declaracio-
nes, no lo hagan en los plazos señalados en las dis-
posiciones fiscales, la autoridad impondrá la mul-
ta respectiva y se requerirá hasta en tres ocasiones 
la presentación del documento omitido, otorgando un 
plazo de 15 días para cada requerimiento. Efectuados 
los requerimientos y sin que éstos hayan sido atendi-
dos, se impondrá una multa por cada obligación omi-
tida y se hará efectiva al contribuyente o responsa-
ble solidario, una cantidad igual al monto mayor que 
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hubiera determinado a su cargo en cualquiera de las 
seis últimas declaraciones, el cual tendrá la naturale-
za de crédito fiscal; consecuentemente, podrá ser co-
brado, por medio del procedimiento administrativo de 
ejecución a partir del tercer día siguiente a aquél en 
que sea notificado el adeudo, sin que su pago libere al 
contribuyente de la obligación de presentar la decla-
ración omitida.

En caso de que la declaración se presente después de 
notificado el crédito fiscal, el monto pagado de éste, se 
disminuirá del importe que se tenga que pagar con la 
declaración, debiendo pagarse, en su caso, la diferencia 
que resulte. Si el monto del crédito fiscal resulta mayor 
al monto de la declaración, la diferencia pagada, sólo 
podrá ser recuperada vía compensación.

Cabe destacar que, contra la resolución determinante 
del crédito fiscal en comento no procede recurso algu-
no, pues el recurso de revocación sólo procederá con-
tra el procedimiento administrativo de ejecución y en 
el mismo se podrán hacer valer agravios contra la de-
terminante.

Sin duda alguna, esta reforma resulta totalmente in-
constitucional, ya que impide promover los más ele-
mentales medios de defensa ordinarios que consagran 
nuestras leyes, pues el recurso administrativo procede, 
de inmediato, contra cualquier crédito fiscal fincado a 
cargo de los contribuyentes. Lo anterior, sin perjuicio 
de la procedencia del juicio contencioso administrati-
vo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adminis-
trativa. 

Inmovilización de cuentas con 
aseguradoras y demás entidades 
financieras (Artículos 155, fracción I; 
156-Bis, y el adicionado 156-Ter;		
84-A, fracciones VIII y IX adicionadas)

A partir del ejercicio fiscal de 2010 todos los depósitos 
efectuados en moneda nacional o extranjera, en cual-
quier tipo de cuenta que el contribuyente tenga a su 
nombre en alguna de las entidades financieras o socie-
dades cooperativas de ahorro y préstamo, serán em-
bargables, inclusive los seguros de vida con componen-
te de ahorro o inversión y las aportaciones voluntarias 
que se realicen en la cuenta individual de ahorro para 
el retiro; de tal forma que el único tipo de depósitos 
que se consideran inembargables, son los realizados de, 
manera obligatoria, en la Afore del contribuyente.

La inmovilización de los fondos de las cuentas del con-
tribuyente, procederá únicamente hasta por el monto 

del crédito fiscal y sus accesorios o, en su caso, hasta 
por el importe en que la garantía ofrecida no alcance a 
cubrir los mismos. La autoridad fiscal que ordene la in-
movilización, deberá girar oficio a la CNBV, CNSF o a la 
CONSAR, o bien, directamente, a la entidad financiera 
o sociedad cooperativa de ahorro y préstamo a la que 
correspondan las cuentas, para que ésta proceda de in-
mediato a inmovilizarlas y conserve los fondos. 

En tal caso, el SAT notificará la inmovilización efectua-
da al contribuyente quien, mientras no quede firme el 
crédito fiscal, podrá ofrecer otra forma de garantía en 
sustitución del embargo de las cuentas, lo que debe-
rá ser resuelto por la autoridad en un plazo máximo de 
diez días y comunicado a la entidad o sociedad den-
tro de los quince días siguientes a aquél en que se no-
tificó al contribuyente; en caso de no hacerlo, la enti-
dad o sociedad de que se trate levantará el embargo 
de la cuenta.

Una vez que el crédito fiscal quede firme, la autoridad 
fiscal ordenará la transferencia de los fondos a la Teso-
rería de la Federación y, dentro de los tres días poste-
riores, la entidad o sociedad de que se trate informará 
al SAT el monto transferido amparado con el respecti-
vo comprobante. En caso de que el interés fiscal se en-
cuentre garantizado con otra forma de garantía, se re-
querirá al contribuyente para que en un plazo de cinco 
días efectúe el pago correspondiente, en caso de no 
hacerlo, la autoridad fiscal podrá, indistintamente, ha-
cer efectiva la garantía ofrecida o proceder al embargo 
de cuentas en entidades financieras o sociedades coo-
perativas de ahorro y préstamo, en este último caso, se 
deberá liberar la garantía otorgada por el contribuyen-
te, en un plazo máximo de tres días. Por último, si el in-
terés fiscal no está garantizado, la autoridad procederá 
a inmovilizar las cuentas y ordenará la transferencia de 
los fondos a favor de la Tesorería de la Federación. 

Lo anterior resulta aberrante, pues no tienen ningún 
sentido las otras formas de garantía permitidas por el 
CFF como la prenda, hipoteca y la obligación solidaria 
asumida por un tercero, pues al final, es decir, al quedar 
firme el crédito de que se trate, el fisco tiene el derecho 
de escoger cuentas bancarias o dichas garantías.

Es indudable que estas modificaciones comentadas 
tendrán serias consecuencias que afectarán a los con-
tribuyentes, las cuales se presentarán conforme se rea-
licen las conductas y actividades de los particulares. 
Hacemos votos desde ahora para que exista la apertu-
ra razonable de las autoridades fiscales que permita la 
solución de los diversos conflictos que se generen con 
su aplicación. 
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Reforma Fiscal 2010
El Congreso de la Unión aprobó la Ley de Ingresos de 
la Federación para el Ejercicio Fiscal 2010, así como la 
Miscelánea Fiscal que contiene las leyes de los impuestos sobre 
la renta, a los depósitos en efectivo, especial sobre producción y 
servicios, al valor agregado y el Código Fiscal de la Federación. 
Entre las modificaciones realizadas por el Congreso de la Unión, 
se tienen efectos interesantes que provocan efectos contables, 
financieros y económicos, para los contribuyentes cautivos y algunos 
consumidores finales

Ley de Ingresos de la Federación 

Información sobre el listado de 
conceptos base para IETU

Fiscalización

Con la finalidad de que la autoridad fiscal pueda con-
tar con elementos suficientes para el adecuado control 
de las obligaciones de los contribuyentes en materia del 
IETU, al igual que para el ejercicio de 2009, se estable-
ce la obligación para el año 2010 de presentar, tanto en 
declaraciones provisionales como del ejercicio, la infor-
mación correspondiente a los conceptos que sirvieron 
de base para la determinación del IETU, evidentemente, 
no contribuye a una simplificación administrativa.

Crédito fiscal por deducciones en exceso

Limitación de acreditamiento

Para reforzar el efecto de control y la naturaleza del 
impuesto mínimo que representa el IETU en el ISR, para 
el ejercicio 2010, el crédito fiscal generado por el ex-
ceso de deducciones sobre ingresos, podrá aplicar-
se únicamente contra el propio IETU en los diez ejerci-
cios siguientes hasta agotarse, y ya no así contra el ISR 
causado en el ejercicio en el que se generó, por lo que 
el efecto de financiamiento entre el pago y el posible 
acreditamiento da un costo que hay que determinar.

Sin duda, repercutirá en los flujos de efectivo de las 
empresas, sobre todo en las que mantengan un nivel 
elevado de inversión, ya que entre más inversión se 
tenga mayor será la probabilidad de generar este crédi-
to; sin embargo, se disminuyen los recursos, ya que re-

cordemos que para efectos de la Ley del IETU, las de-
ducciones deben estar efectivamente erogadas. 

Tasa de retención anual sobre intereses

Saldo a favor menor

Se disminuye la tasa de retención de intereses a razón 
de 0.60% en lugar de 0.85%, siendo el efecto general 
un saldo a favor menor en la declaración anual de per-
sonas físicas.

Impuesto Sobre la Renta 

Las modificaciones a esta ley, pretenden incrementar 
la recaudación en perjuicio de los mismos de siempre 
y no se simplifican los procesos para cumplir con sus 
obligaciones.

Ajuste a la tarifa para personas físicas 
y a la tasa para personas morales

Al ajustarse temporalmente la tarifa de personas físicas 
y la tasa de personas morales para ubicar la máxima en 
30%, disminuyéndola gradualmente, a partir de 2013 a 
29% y en 2014 a 28%, resulta una recaudación efec-
tiva que no cumple con los objetivos propuestos de un 
incremento en la base (número de contribuyentes), ni 
tampoco tratar de disminuir la economía informal que, 
por diversas razones, ya supera 60%.

Personas físicas

El incremento en la tasa del impuesto no impactará a 
personas físicas con ingresos de hasta $10,298 men-
suales, equivalentes a 6.5 salarios mínimos; pero, para 
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C.P.C. Francisco Macías Valadez Treviño

Vicepresidente General del IMCP

vicepresidente@imcp.org.mx

El Contador Público en el dictamen fiscal deberá revi-
sar y emitir su opinión sobre el ISR diferido, para ga-
rantizar que se lleve un control correcto del importe.

Al parecer no se entendió el concepto de consolidación 
fiscal, y que el diferido es un registro contable por el 
cual no ha habido causación en el impuesto, y se pre-
tende hacer un cobro de un impuesto que no se ha 
causado el día de hoy, que suponiendo sin conceder se 
está dando un hecho que no estaba previsto con ante-
rioridad, dando como resultado que se le dé un efecto 
retroactivo, el cual, sin duda, los grupos que consolidan 
no lo tienen registrado en esta forma y que, segura-
mente, no cuentan con el efectivo disponible para ha-
cer frente al desembolso que esta reforma pretende.

Donatarias autorizadas

Para las donatarias que tengan actividades accesorias a 
su objeto social y perciban ingresos por enajenación de 
bienes o prestación de servicios por más de 10%, de-
berán pagar el impuesto a partir del 1 de mayo de 2010, 
limitante que pretende restringir los conceptos acce-
sorios que había que identificar en el efecto económi-
co de restricción.

Régimen de intereses

Se pretende no devolver los saldos a favor de los inte-
reses ganados, estableciendo a partir del 1 de enero de 
2011, una nueva mecánica para determinar los ingresos 
acumulables por intereses sujetos al pago del impuesto, 
aplicando la tasa de 30% al interés real positivo.

El monto del ISR retenido se considerará como un pago 
definitivo, y las personas morales lo considerarán como 
pago provisional.

Con este nuevo esquema se propone regresar al siste-
ma cedular de acumulación de ingresos por intereses 
con pago definitivo en el origen, dejando de ser el ren-
dimiento del capital un ingreso acumulable para me-
dir la verdadera capacidad contributiva de cada per-
sona física.

Impuesto a los Depósitos en Efectivo

Al incrementarse la tasa del IDE a 3% sobre los depósi-
tos en efectivo efectuados en un mes y al reducirse la 
exención a $15,000 sobre los depósitos en el mes, re-
presenta una forma de combatir a una parte de la eco-
nomía informal; sin embargo, para que esta disposición 
funcione en su totalidad, deberá ir acompañada de una 
fiscalización eficiente para que a quienes no acredita-
ron el impuesto retenido, se les obligue a presentar su 
declaración de impuestos, el efecto financiero para el 

quienes ganen una cantidad mayor, representa una 
disminución neta de sus percepciones que puede llegar 
a ser hasta de 7.14% del impuesto mensual que están 
pagando en este año.

Personas morales

Por otro lado, a las empresas les ocasionará problemas 
en los flujos de efectivo, en virtud de que para operar 
no contarán con 2% de recursos que representa un ca-
pital de trabajo menor y, evidentemente, restringe la 
inversión y el empleo. 

Consolidación fiscal

El impuesto diferido como consecuencia de haber con-
solidado para efectos fiscales, deberá enterarse en el 
sexto ejercicio siguiente, mediante un esquema consis-
tente en efectuar un pago inicial de 25% y el remanen-
te durante los siguientes cuatro ejercicios fiscales.

De no enterarse el impuesto diferido, será causal de 
desconsolidación, por lo que dicho impuesto deberá 
cubrirse a 100% en el ejercicio en que se deba descon-
solidar, por este motivo.

El incremento en la tasa del 
impuesto no impactará a 

personas físicas con ingresos 
de hasta $10,298 mensuales; 

pero, para quienes ganan una 
cantidad mayor representa 

una disminución neta de sus 
percepciones, hasta de 7.14% 

del impuesto mensual»
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contribuyente cautivo se incrementa en 50%, por lo 
menos por 17 días, mientras se tiene la oportunidad de 
acreditarlo en el pago provisional.

Impuesto Especial sobre 
Producción y Servicios

Impuestos evidentemente recaudatorios que no tienen 
otro objetivo más que el incrementar la recaudación 
por ser impuestos inelásticos, de fácil control y fiscali-
zación, pero que no aumentan la base de contribuyen-
tes ni tampoco combaten a la informalidad. Además, 
las personas no dejan de fumar, beber o jugar porque la 
actividad esté gravada.

Telecomunicaciones

Una tasa de 3% a los servicios de telecomunicaciones 
en telefonía, televisión por cable o satélite, incrementa 
el valor total, quedando exentos, únicamente, los ser-
vicios de telefonía pública, la rural, así como los de in-
terconexión que se brindan entre sí los prestadores de 
servicios y los servicios de Internet.

Bebidas alcohólicas y cervezas

Se incrementa la tasa aplicable a la enajenación de cer-
veza a 26.5%.

Las bebidas alcohólicas con una graduación mayor a 
20° G.L., se incrementa a 53%.

Tabacos y cigarros

La cuota adicional por cigarro enajenado o importado 
será de cuatro centavos.

Juegos con apuesta y sorteos

Se incrementa la tasa de 20 a 30% del impuesto a los 
juegos con apuestas y sorteos, teniendo para su fiscali-
zación la posibilidad de la conexión en tiempo real.

Impuesto al Valor Agregado

Al incrementarse un punto porcentual la tasa del IVA, 
quedó en 16% la tasa general y en 11% la aplicable 
para la región fronteriza.

Las operaciones realizadas con anterioridad al 1 de 
enero de 2010, cuya contraprestación se haya cobrado 
con posterioridad a esa fecha, estarán afectas al pago 
del IVA a 16 u 11% en región fronteriza. Señalándo-
se que los contribuyentes podrán calcular el IVA apli-
cando la tasa de 15 o 10%, según corresponda, siem-
pre que las operaciones se hubieran realizado antes del 

1 de enero de 2010 y el pago de las contraprestacio-
nes respectivas se realice dentro de los 10 días natura-
les inmediatos posteriores a dicha fecha.

Habrá que controlar e incrementar el precio de ven-
ta, que ya sucedió en 2009, por lo pendiente de cobrar, 
pues al no establecer procedimientos para los docu-
mentos que ya fueron emitidos a 15%, y que lo pen-
diente es sólo su pago, en el tema de ventas en abonos, 
automáticamente el adeudo quedará incrementa-
do en 1% del que no se paguen antes del 10 de ene-
ro de 2010, independientemente de la fecha en la cual 
se hizo la compra que bien pudo haberse realizado en 
2008, sin que esto haya quedado aclarado.

La labor administrativa, de operación y de control de 
las empresas será un reto operacional, por concepto 
de clientes y proveedores que, evidentemente, no será 
una simplificación fiscal ni seguridad jurídica, otra vez 
para el cautivo.

La reforma a la Ley del IVA, no presenta ningún incre-
mento en la base de contribuyentes, pero en casos en 
que les es aplicable la tasa de 0% y solicitaban su de-
volución a la tasa de 15%, ahora solicitarán un pun-
to porcentual adicional. Por otro lado, a la economía 
informal se le incrementará el ingreso, porque ahora 
negociarán el dar o no comprobante a 16%, situación 
que, sin duda, no motiva la incorporación de la econo-
mía informal a la formal.

Conclusión y recomendaciones 

Una vez analizada la reforma fiscal para 2010, si se de-
sea estimular la inversión y la generación de empleos, 
resulta importante mencionar la necesidad de exentar, 
de manera temporal, la creación de nuevos empleos, 
así como reducir los impuestos locales de sueldos y sa-
larios y, por otro lado, incorporar las jurisprudencias a 
la ley.

Para nosotros, resulta imprescindible conocer anticipa-
damente el efecto financiero que tendrá la reforma fis-
cal, para una mejor toma de decisiones, con base en la 
preparación de presupuestos a corto plazo (mensual) y 
mediano plazo (semestral y anual) para definir la me-
jor alternativa y optimizar los flujos de efectivo para la 
operación y así cumplir, oportunamente, en tiempo y 
forma, con las obligaciones fiscales.

Por lo anterior, ahora más que nunca, se recomienda a 
los legisladores aprobar a corto plazo una reforma fis-
cal integral seria, es decir, la necesaria para el país no la 
posible para los legisladores. 
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salarios y 
prestaciones
Efec tos de la reforma f iscal

Con la ley vigente hasta 2009, el ISR correspon-
diente sería por $297.20. Con la nueva tarifa, el 
ISR correspondiente sería por $318.24, lo que re-

presenta un incremento de 7.2% en el impuesto.

Ahora bien, con un ingreso mensual de $35,000.00, 
tendríamos que, con la ley vigente hasta diciembre de 
2009, el ISR sería por $6,438.88. Con la nueva tarifa, 
el impuesto ascendería a $6,902.36, lo que represen-
ta un incremento de 7.2% sobre lo que se le descon-
taba en 2009.

Como se puede observar, el efecto en el neto es en el 
mismo porcentaje para quien percibe $7,000.00 men-
suales, que para aquél que tiene un salario cinco veces 
mayor, es decir, $35,000.00.

No obstante lo anterior, no debemos olvidar que el 
efecto de la reforma fiscal no es sólo para los traba-
jadores, sino también para los patrones, al ser ellos, 
responsables solidarios del pago del ISR, ya que están 
obligados a retener dicha contribución.

Además del efecto que podrán ver en su percepción 
neta, indudablemente, los trabajadores se verán afec-
tados con otras medidas recaudatorias, como lo es el 
incremento de un punto porcentual a la tasa del Im-
puesto al Valor Agregado (IVA), lo que repercutirá en 
su poder adquisitivo de bienes y servicios.

Pero hay muchos empleadores que no han considera-
do, a pesar de que ya tiene casi dos años de vigencia la 
reforma de 2008, que el procedimiento y obligaciones 

Los legisladores han discutido la propuesta de 
Reforma Fiscal para 2010 y podemos considerar que, 
aunque no se hicieron reformas específicas a prestaciones de los 
trabajadores, la modificación de las tablas del Impuesto Sobre 
la Renta (ISR), aplicables a los salarios, tendrán un efecto de 
disminución de ingreso neto para quienes perciben ingresos de más 
de cuatro salarios mínimos del Distrito Federal; es decir, podemos 
citar como ejemplo a un trabajador que percibe ingresos mensuales 
por $7,000.00

nacidas a partir de que se sustituyó el Crédito al Salario 
por el Subsidio al Empleo, no son los mismos que estu-
vieron vigentes en 2007.

Deberá considerarse que uno de los requisitos 
para la deducibilidad de los salarios, es que se 
cumpla con las disposiciones que regulan el sub-
sidio para el empleo, dentro de las cuales, tanto 
la Ley del Impuesto Sobre la Renta (LISR) , como 
el artículo 8 que regula dicho crédito, estable-
cen obligaciones a cumplir por patrones y traba-
jadores.

El artículo 8 señala que los trabajadores que tengan dos 
o más empleadores deberán elegir, antes de que algu-
no les efectúe el primer pago que les corresponda en el 
año de calendario de que se trate, al empleador que les 
efectuará las entregas del subsidio para el empleo, en 
cuyo caso, deberán comunicar esta situación por escri-
to a los demás empleadores, a fin de que ellos no les 
den el subsidio para el empleo. Los patrones deberán 
conservar los escritos correspondientes que les presen-
ten los trabajadores.

Por su parte, el artículo 117 de la LISR, en su fracción IV, 
indica, como obligación del trabajador:

“Comunicar por escrito al empleador, antes de que éste 
les efectúe el primer pago que les corresponda por la 
prestación de servicios personales subordinados en el 
año de calendario de que se trate, si prestan servicios a 
otro empleador y éste les aplica el subsidio para el em-
pleo, a fin de que ya no se aplique nuevamente.”
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me a lo dispuesto en el artículo 17-A de este Código. 
Además, deberán pagar recargos en los términos del 
artículo 21 de este Código, sobre las cantidades actua-
lizadas, indebidamente recibidas, que se calcularán a 
partir de la fecha en la que hayan recibido el subsidio y 
hasta la fecha en la que se devuelva al fisco federal la 
cantidad indebidamente recibida.”

Es decir, un trabajador que dijo a cada uno de sus em-
pleadores que se le acreditara el subsidio para el em-
pleo o uno que omitió la comunicación a que se refie-
ren la LISR y el artículo 8, que regula el subsidio para el 
empleo, deberá devolver al fisco las cantidades indebi-
damente recibidas, con sus respectivos accesorios.

Al decir “recibidas” no se trata del Subsidio para el Em-
pleo que se le entregó en efectivo, sino al que se le 
acreditó, por lo que los trabajadores pueden tener se-
rios problemas, pero también el patrón, ya que si el pa-
trón no cumplió con la obligación de solicitarle la in-
formación por escrito al trabajador, corre el riesgo de 
la deducibilidad de la nómina, pero, también, de devol-
ver la cantidad que se hubiera acreditado de los impor-
tes entregados en efectivo a los trabajadores, como lo 
dicen los párrafos segundo y tercero del artículo 25-A 
del Código Fiscal:

“Cuando una persona entregue indebidamente un sub-
sidio, cuyo monto haya sido acreditado por dicha per-
sona contra el pago de contribuciones federales, dicho 
acreditamiento será improcedente.

Cuando sin tener derecho a ello se acredite contra el 
pago de contribuciones federales un estímulo fiscal o 
un subsidio, o se haga en cantidad mayor a la que se 
tenga derecho, las autoridades fiscales exigirán el pago 
de las contribuciones omitidas actualizadas y de los ac-
cesorios que correspondan.”

Por lo anterior, no debemos olvidar establecer un for-
mato para cumplir con esta obligación, cada año, antes 
del primer pago de nómina y tener el soporte de nues-
tras deducciones y acreditamientos, para lo cual sugie-
ro un formato más o menos con las siguientes carac-
terísticas:

C.P.C. y M.I. Virginia Ríos Hernández

Socia de VR Consultores Asociados, S.C.

Integrante de la CROSS del IMCP

vriosher@prodigy.net.mx

Congruente con lo anterior, el artículo 118, en su frac-
ción IV, señala, como obligación del patrón:

“[...] asimismo, deberán solicitar a los trabajadores que 
les comuniquen por escrito antes de que se efectúe el 
primer pago que les corresponda por la prestación de 
servicios personales subordinados en el año de calen-
dario de que se trate, si prestan servicios a otro em-
pleador y éste les aplica el subsidio para el empleo, a 
fin de que ya no se aplique nuevamente.”

El problema no queda allí, sino que el artículo 81, frac-
ción XXVIII del Código Fiscal de la Federación (CFF), 
considera como infracción del trabajador, el no cumplir 
con lo dispuesto en la fracción IV del artículo 117 de la 
LISR; infracción que amerita una multa, prevista en el 
artículo 82, fracción XXVIII, de $510.00 a $770.00.

Ahora bien, por su parte, el artículo 25-A del CFF, es-
tablece:

“Cuando las personas por actos u omisiones propios 
reciban indebidamente subsidios, deberán reintegrar la 
cantidad indebidamente recibida, actualizada confor-

Nombre del 
trabajador

Además de 
éste, ¿tiene otro 
empleo?

Si es así, ¿quién acreditará el 
subsidio para el empleo?

Firma o huella digital

SÍ NO Esta empresa Otro empleador

De esta manera, en una hoja tamaño carta pueden 
quedar registrados 25 o 30 trabajadores, con el con-
siguiente ahorro de papel y de otros recursos materia-
les y humanos. 

Uno de los requisitos 
para la deducibilidad de 

los salarios es cumplir 
conn las disposiciones 

que regulan el subsidio 
para el empleo»
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outsourcing
Pasado, presente y futuro

El Servicio de Administración Tributaria (SAT) se ha 
percatado de que diversos despachos han propuesto 
esquemas para evadir el pago de contribuciones, entre las que se 
encuentra el aprovecharse de la figura jurídica de las sociedades 
cooperativas y sociedades en nombre colectivo, con el único 
propósito de eliminar cargas tributarias a las personas morales, 
derivadas de una relación laboral con sus trabajadores; esto es, 
recibir los mismos servicios personales subordinados, mediante una 
cooperativa o sociedad en nombre colectivo (outsourcing), de manera 
que sus trabajadores se constituyan como socios cooperativistas y 
socios industriales, respectivamente

Esto ocasiona un perjuicio, no sólo al fisco fede-
ral, por omitir el pago de contribuciones, sino a 
las personas físicas que prestan los servicios per-

sonales subordinados, ya que les elimina los derechos 
derivados de una relación laboral, principalmente, en 
materia de seguridad social. Con este esquema se pre-
tende sustituir el pago de un salario, bajo la figura ju-

rídica de fondos de previsión social considerada en la 
Ley General de Sociedades Cooperativas; esto es, di-
chas sociedades simulan ser cooperativas que registran 
como socios cooperativistas (realmente empleados) 
al personal que se les transfiere de las empresas, de 
tal modo que reciben remuneraciones con el concep-
to de fondos de previsión social, sin que puedan acredi-
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Además, cabe mencionar que al igual que la figura jurí-
dica de las sociedades cooperativas usadas como simu-
lación fiscal, existen otras figuras satanizadas por las 
autoridades y que tienen como objeto primordial eva-
dir contribuciones fiscales y de seguridad social; estas 
personas son:

Sociedad en Nombre Colectivo.

Comandita Simple.

Comandita por Acciones.

Sociedades de Solidaridad Social.

Asociación en Participación.

Sociedades Integradoras e Integradas.

Sindicatos.

Fundamentos jurídicos respecto 
a los criterios no vinculativos

Con motivo de la reformas al Código Fiscal de la Fe-
deración (CFF) publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF) del 28 de junio de 2006 a su artícu-
lo 33, inciso h), se estableció la facultad de la auto-
ridad fiscal para emitir en forma periódica, median-
te publicación en el DOF, los criterios no vinculativos 
de las disposiciones fiscales y aduaneras y la obliga-
ción correlativa de los contadores, abogados y cual-
quier otro asesor en materia fiscal (artículos 52, frac-
ción III y 91-A y B), de advertir a los destinatarios de 
la opinión que otorguen por escrito, cuando el crite-
rio en la opinión emitida, sea diverso a los criterios 
que hubiere dado a conocer la autoridad.

Relacionado con la facultad otorgada a las autorida-
des fiscales en el CFF, la Ley del Servicio de Adminis-
tración Tributaria, describe en su artículo 14 que el 
presidente del SAT tendrá las atribuciones siguientes: 
“III. Expedir las disposiciones administrativas necesa-
rias para aplicar eficientemente la legislación fiscal y 
aduanera”; de lo que se concluye que la competen-
cia es genérica, algunas “Disposiciones Administrati-
vas” importantes se encuentran señaladas en diversas 
fracciones del artículo 33 del CFF:

“I. Proporcionarán asistencia gratuita a los contribu-
yentes y para ello procurarán:

h)	 Dar a conocer en forma periódica, mediante 
publicación en el Diario Oficial de la Federación, 
los criterios no vinculativos de las disposiciones 
fiscales y aduaneras.”

•

•

•

•

•

•

•

•

C.P.C. y M.I. Jorge M. García Landa

Socio Director de Corporativo García Landa

jmgarcial@garcialanda.com.mx

Outsourcing hace referencia 
a la fuente externa de 

suministro de servicios, es 
decir, a la subcontratación de 
operaciones de una compañía 

a contratistas externos»

tar que las cantidades entregadas al supuesto socio, se 
hayan aplicado a los conceptos que la ley señala como 
previsión social y, en otros casos, que los fondos de 
previsión social se hayan creado con las formalidades 
que la misma ley exige.

Las supuestas sociedades cooperativas que se crea-
ron para adquirir este esquema fiscal, pagando a los 
cooperativistas fondos de previsión social ilimitados 
no objeto de la LISR, lo que en realidad hacen es dis-
tribuir a sus socios un anticipo de los ingresos por la 
prestación de servicios a terceros, estando obligadas 
a calcular, retener y enterar el impuesto sobre la ren-
ta que resulte, de conformidad con lo previsto por los 
artículos 110, fracción II y 113 de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta; este criterio ha sido confirmado por 
diversos órganos jurisdiccionales.

Ahora bien, los efectos para las personas físicas que 
laboran en empresas que utilizan una figura jurídica 
como la cooperativa con fines de simulación, entre 
otros, son los siguientes:

No se otorgan prestaciones de seguridad social.

No se da reparto de utilidades a los cooperativistas, 
quienes, en realidad, son trabajadores de la empresa.

No tienen derecho a servicio médico.

No suman antigüedad para efectos de jubilación.

•

•

•

•
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En el artículo 35 del CFF, se establece otra facultad para 
la emisión de “Disposiciones Administrativas”, otorga-
da a los funcionarios fiscales que podrán dar a cono-
cer a las diversas dependencias, el criterio que deberán 
considerar en cuanto a la aplicación de las disposicio-
nes fiscales, sin que por ello nazcan obligaciones para 
los particulares y únicamente derivarán derechos de los 
mismos cuando se publiquen en el DOF.

Respecto de estas “Disposiciones Administrativas”, es 
relevante lo que ha resuelto el Poder Judicial de la Fe-
deración, en cuanto a su naturaleza jurídica; esto es, de 
observancia obligatoria, por su fundamentación.

con la finalidad de evitar el pago de contribuciones, tal 
como ocurrió en meses recientes.

Otra opción, y como consecuencia de la fiscalización 
de sociedades cooperativas y de sociedades en nom-
bre colectivo que son utilizadas para los propósitos an-
tes mencionados, las empresas de outsourcing se de-
dicaron a buscar nuevas salidas para evadir al fisco, y 
esto ahora lo hacen mediante la creación de sindica-
tos, fideicomisos para la educación y sociedades civi-
les universales.

Ventajas

Independientemente de la aplicación incorrecta esta-
blecida en las empresas prestadoras de servicios de 
personal como ha ocurrido en las últimas décadas, di-
cho esquema es necesario y legal para lograr que las 
empresas sean más competitivas dentro de su ámbito, 
siempre que la prestación del servicio se efectúe evi-
tando la simulación fiscal.

El mensaje claro, es que el outsourcing no sólo tie-
ne que ver con la reducción de costos, también pue-
de proporcionar mejoras en el negocio, debido a que 
la carga administrativa, por parte de la empresa, es 
transferida para un mejor manejo del personal, ya que 
una empresa especializada sería la indicada para lle-
var a cabo dichas operaciones.

Definición

La palabra outsourcing hace referencia a la fuente ex-
terna de suministro de servicios, es decir, la subcontra-
tación de operaciones de una compañía a contratis-
tas externos. Con frecuencia, se recurre al outsourcing 
como mecanismo para reducir costos. Dicha contra-
tación ofrece servicios modernos y especializados, sin 
que la empresa tenga que descapitalizarse por invertir 
en infraestructura.

Criterios no vinculativos de 
las disposiciones fiscales y 
aduaneras (anexo 26)

05/ISR Sociedades cooperativas. Salarios y previsión 
social se considera que realiza una práctica fiscal in-
debida:

Quien para omitir total o parcial el pago de alguna 
contribución o para obtener un beneficio en perjui-
cio del fisco federal, constituya o contrate, de ma-
nera directa o indirecta, a una sociedad cooperativa, 

•

Una planeación fiscal debe 
considerarse en forma 

integral, para que todas 
las partes involucradas 

sean beneficiadas»

Antecedentes

Durante las últimas décadas, en nuestro país se han 
llevado a la práctica actividades que son causantes 
de la elusión o evasión fiscal, por medio de esquemas 
que, en la mayoría de los casos, tienen la única fina-
lidad de evitar a toda costa el pago de impuestos en 
perjuicio del fisco federal, bajo el concepto erróneo 
de “planeación fiscal”; decimos que es erróneo, por-
que una planeación fiscal debe considerarse en for-
ma integral, es decir, que todas las partes involucra-
das sean beneficiadas.

Aplicación actual

Actualmente, se ha aplicado una operación muy solici-
tada, el llamado outsourcing, por medio de la confor-
mación de sociedades cooperativas o de sociedades en 
nombre colectivo, acción por la cual, mediante la apli-
cación de estas sociedades se trata de evitar la gene-
ración de impuestos derivados de una relación laboral, 
ya sean impuestos federales, locales o aportaciones de 
seguridad social.

Sin embargo, a la fecha se sigue utilizando este tipo de 
sociedades, razón por la cual las autoridades han em-
prendido una campaña de revisión a todas las socie-
dades prestadoras de servicios (outsourcing), además 
de aplicar sanciones penales en contra de las perso-
nas que establezcan y apliquen este tipo de sociedades 
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para que ésta le preste servicios idénticos, similares 
o análogos a los que sus trabajadores o prestadores 
de servicios le prestan o hayan prestado.

La sociedad cooperativa que deduzca las cantida-
des entregadas a sus socios cooperativistas, prove-
nientes del Fondo de Previsión Social, así como el 
socio cooperativista que no considere dichas can-
tidades como ingresos por los que está obligado al 
pago del ISR.

Quien asesore, aconseje, preste servicios o participe 
en la realización o la implementación de cualquiera 
de las prácticas anteriores.

Este criterio también es aplicable a las sociedades en 
nombre colectivo o en comandita simple.

Diversas modificaciones a 
la Ley del Seguro Social

Sujetos con obligación solidaria. Cuando un patrón 
o sujeto obligado, en virtud de un contrato, ponga a 
disposición trabajadores para que ejecuten servicios 
bajo la dirección de un beneficiario en las instalaciones 
que éste determine, este último asumirá las obligacio-
nes en relación con dichos trabajadores, en el supuesto 
de que el patrón omita su cumplimiento.

Información trimestral al IMSS. Los contratantes 
tendrán la obligación de comunicar de forma trimes-
tral a la subdelegación correspondiente, la información 
relativa del patrón, así como del beneficiario; sumado 
a la información anterior deberán otorgar información 
relativa a los contratos celebrados.

Riesgo de trabajo. Las empresas prestadoras de servi-
cios de personal (outsourcing) podrán solicitar al IMSS 
que les sea asignado un registro patronal por cada cla-
se que requieran. Esta modificación está fundamen-
tada para evitar que las prestadoras de servicios ins-
criban y paguen sus cuotas con base en un riesgo de 
trabajo, ya que en algunas ocasiones se inscriben a tra-
bajadores que son asignados en trabajos establecidos 
en diversos giros empresariales.

Diversas modificaciones a la Ley 
del Impuesto Sobre la Renta

El pasado 9 de julio fueron publicadas en el DOF di-
versas modificaciones que van dirigidas a las empresas 
prestadoras de servicios (outsourcing), debido a que la 
autoridad argumenta que las empresas recurren a crear 
sociedades cooperativas disfrazando de esta forma a 

•

•

Fuente: Elboración propia

Ejemplo de sociedades 
cooperativas de outsourcing

Ejemplo de sociedades en nombre 
colectivo de outsourcing
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los trabajadores como socios cooperativistas y, como 
consecuencia, evitar el pago de contribuciones de se-
guridad social.

La autoridad pretende obtener: una mayor recauda-
ción, establecer una relación laboral, defender los de-
rechos de los trabajadores.

de previsión social de conformidad con las perspecti-
vas económicas de la sociedad cooperativa.

Art. 109. No se pagará el impuesto sobre la renta por la 
obtención de los siguientes ingresos:

VI. La previsión social a que se refiere esta fracción 
es la establecida en el artículo 8o., quinto párrafo de 
esta Ley.

XXII. Los percibidos en concepto de alimentos por las 
personas físicas que tengan el carácter de acreedores 
alimentarios en términos de la legislación civil aplicable.

La exención aplicable a los ingresos obtenidos por con-
cepto de prestaciones de previsión social se limitará 
cuando la suma de los ingresos por la prestación de 
servicios personales subordinados o aquellos que reci-
ban, por parte de las sociedades cooperativas, los so-
cios o miembros de las mismas y el monto de la exen-
ción exceda de una cantidad equivalente a siete veces 
el salario mínimo general del área geográfica del con-
tribuyente, elevado al año; cuando dicha suma exceda 
de la cantidad citada, solamente se considerará como 
ingreso no sujeto al pago del impuesto un monto has-
ta de un S.M.G. del área geográfica del contribuyente, 
elevado al año. Esta limitación en ningún caso debe-
rá dar como resultado que la suma de los ingresos por 
la prestación de servicios personales subordinados o 
aquellos que reciban, por parte de las sociedades coo-
perativas, los socios o miembros de las mismas y el im-
porte de la exención, sea inferior a siete veces el salario 
mínimo general del área geográfica del contribuyente, 
elevado al año.

Lo dispuesto en el párrafo anterior, no será aplicable 
tratándose de jubilaciones, pensiones, haberes de re-
tiro, pensiones vitalicias, que se concedan de acuerdo 
con las leyes […] seguros de gastos médicos, seguros 
de vida y fondos de ahorro, siempre que se reúnan los 
requisitos establecidos en las fracciones XII y XXIII del 
artículo 31 de esta Ley, aun cuando quien otorgue di-
chas prestaciones de previsión social no sea contribu-
yente del impuesto establecido en esta Ley.” 

Las modificaciones efectuadas son las siguientes:

“Art. 8 quinto párrafo. Para los efectos de esta ley, se 
considera previsión social las erogaciones efectuadas 
que tengan por objeto satisfacer contingencias o ne-
cesidades presentes o futuras, así como el otorgar be-
neficios a favor de los trabajadores o de los socios o 
miembros de las sociedades cooperativas, tendientes a 
su superación física, social, económica o cultural, que 
les permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en 
la de su familia. En ningún caso se considerará previ-
sión social a las erogaciones efectuadas a favor de per-
sonas que no tengan el carácter de trabajadores o de 
socios o miembros de sociedades cooperativas. 

Art. 31 fracción XXIII (adición). Tratándose de gastos 
que conforme a la Ley General de Sociedades Coope-
rativas se generen como parte del fondo de previsión 
social a que se refiere el artículo 58 de dicho ordena-
miento y se otorguen a los socios cooperativistas, los 
mismos serán deducibles cuando se disponga de los re-
cursos del fondo correspondiente, cumpliendo con di-
versos requisitos entre los cuales se encuentran:

Que el fondo de previsión social del que deriven se 
constituya con la aportación anual del porcentaje, que 
sobre los ingresos netos, sea determinado por la Asam-
blea General.

Que el fondo de previsión social esté destinado en tér-
minos del artículo 57 de la Ley General de Sociedades 
Cooperativas en determinadas reservas.

Acreditar que al inicio de cada ejercicio la Asamblea 
General fijó las prioridades para la aplicación del fondo 

Las empresas prestadoras 
de sevicios de personal 
podrán solicitar al imss 
que les sea asignado un 

registro patronal por cada 
clase que requieran»
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Ley del Seguro Social
Nuevas disposic iones y su impac to en mater ia laboral

Como es de todos conocidos, el 9 de julio de 2009 se 
publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el 
Decreto mediante el cual se reformaron y adicionaron diversas 
disposiciones de la Ley del Seguro Social (LSS), cuyo objetivo es, de 
alguna manera, asegurar el cobro de las contribuciones en la materia, 
en el caso de contratos de tercerización, estableciendo una serie de 
obligaciones para los contratantes, mismas que se complementaron 
con la publicación en el DOF del 8 de octubre de 2009, de las Reglas 
Generales para el cumplimiento de algunas de las obligaciones

Para los efectos, en términos de lo señalado en el 
artículo 15-A de la LSS, publicado en el DOF el 
9 de julio y que está en vigor a partir del día si-

guiente a su publicación, cuando un patrón, en virtud 
de un contrato, como parte de las obligaciones con-
traídas, ponga a disposición trabajadores u otros suje-
tos de aseguramiento para que ejecuten los servicios o 
trabajos acordados bajo la dirección del beneficiario 
de los mismos, en las instalaciones que éste deter-
mine, el beneficiario de los trabajos o servicios asumirá 
las obligaciones establecidas en la LSS, en relación con 
dichos trabajadores, en el supuesto de que el patrón 
omita su cumplimiento, siempre y cuando el Institu-
to hubiese notificado previamente al patrón el requeri-
miento correspondiente y éste no lo hubiera atendido.

Las Reglas Generales definen el concepto de dirección 
como: la facultad de mando sobre los trabajadores, 
con respecto a la realización de los servicios o traba-
jos contratados.

Independientemente de la parte de cumplimiento que 
se tratará por separado en esta revista, uno de los te-
mas que se ha venido discutiendo es el relacionado con 
la parte laboral, en cuanto a que si las disposiciones 
pueden llevar a que exista relación laboral cuando se 
reconozca que mediante el contrato de tercerización 
(mal conocido como de outsourcing), existe dirección 
por parte de quien recibe al personal (beneficiario), 
para el desarrollo de sus actividades.

El objeto de este artículo es proporcionar los elementos 
correspondientes establecidos en la Ley del Seguro So-
cial y en la Ley Federal del Trabajo, para que se norme 

un juicio sobre el impacto en la relación laboral, deriva-
do de las modificaciones publicadas el 9 de julio.

Disposiciones aplicables 
y comentarios

En términos de los artículos 1, 2 y 5 de la LSS, que es de 
observancia general en toda la República, se tiene por 
objeto garantizar entre otros: el derecho a la salud, la 
asistencia médica, la protección de los medios de sub-
sistencia y el otorgamiento de pensiones, cuya orga-
nización y administración estará a cargo del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, el cual tiene el carácter de 
organismo fiscal autónomo.

Para garantizar los beneficios, en términos del artículo 
6 de la LSS, el Seguro Social comprende:

I. El régimen obligatorio.

II. El régimen voluntario.

Para la aplicación del régimen obligatorio, establecido 
en el Título Segundo, la propia LSS, determina:

Artículo 12. Son sujetos de aseguramiento del régi-
men obligatorio:

I. Las personas que de conformidad con los ar-
tículos 20 y 21 de la Ley Federal del Trabajo, 
presten, en forma permanente o eventual, a 
otras de carácter físico o moral o unidades eco-
nómicas sin personalidad jurídica, un servicio 
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remunerado, personal y subordinado, cualquie-
ra que sea el acto que le dé origen y cualquiera 
que sea la personalidad jurídica o la naturaleza 
económica del patrón aun cuando éste, en vir-
tud de alguna ley especial, esté exento del pago 
de contribuciones[…]

Artículo 15. Los patrones están obligados a:

I. Registrarse e inscribir a sus trabajadores en el 
Instituto, comunicar sus altas y bajas, las modifi-
caciones de su salario y los demás datos, dentro 
de plazos no mayores de cinco días hábiles.

III. Determinar las cuotas obrero-patronales a su 
cargo y enterar su importe al Instituto[…]

Por otra parte, el artículo 5-A fracciones IV y V 
definen:

IV. Patrones o patrón: la persona física o moral 
que tenga ese carácter en los términos de la Ley 
Federal del Trabajo.

V. Trabajadores o trabajador: la persona física 
que la Ley Federal del Trabajo define como tal.

Ahora bien, el artículo 15-A en sus párrafos primero 
y segundo destaca:

Cuando en la contratación de trabajadores para 
un patrón, a fin de que ejecuten trabajos o pres-
ten servicios para él, participe un intermediario 
laboral, cualquiera que sea la denominación que 
el patrón e intermediario asuman, ambos serán 
responsables solidarios entre sí y en relación con 
el trabajador, respecto del cumplimiento de las 
obligaciones contenidas en esta ley.

No serán considerados intermediarios, sino pa-
trones, las empresas establecidas que presten 
servicios a otras, para ejecutarlos con elementos 
propios y suficientes para cumplir con las obliga-
ciones que deriven de las relaciones con sus tra-
bajadores, en los términos de los artículos 12, 13, 
14 y 15 de la Ley Federal del Trabajo…

Como puede apreciarse, si bien es cierto que las di-
ferentes disposiciones de la LSS hacen señalamientos 
específicos, respecto a lo que se considera patrón y 
trabajador e inclusive los casos de intermediarios, ati-
nadamente se hace la referencia a la legislación de ori-
gen, que es la que determina los supuestos en que, para 
cualquier efecto, debe considerarse cuando existe un 
patrón, un trabajador, la relación laboral, las respon-
sabilidades y obligaciones, etc., siendo la Ley Federal 
del Trabajo (LFT). Es decir que, independientemente de 
lo señalado en la LSS, quien determina los supuestos 
debe ser la LFT y, por ende, la LSS no puede estar por 
encima de ella.

Lo anterior es así, pues como se podrá observar, varios 
artículos de la LSS incorporan textos y términos que 
emanan de la LFT como sigue:

Ley Federal del Trabajo

Artículo 8. Trabajador es la persona física que pres-
ta a otra, física o moral, un trabajo personal subor-
dinado.

Artículo 10. Patrón es la persona física o moral que 
utiliza los servicios de uno o varios trabajadores.

Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la cos-
tumbre, utiliza los servicios de otros trabajadores, el 
patrón de aquél, lo será también de éstos.

Artículo 12. Intermediario es la persona que con-
trata o interviene en la contratación de otra u otras 
para que presten servicios a un patrón.

Las Reglas Generales 
definen el concepto de 

dirección como: La facultad 
de mando sobre los 

trabajadores, con respecto a 
la realización de los servicios 

o trabajos contratados»

L.C.C. Héctor Manuel Castro Álvarez

Socio de PricewaterhouseCoopers, S.C.

hector.castro@mx.pwc.com
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Artículo 13. No serán considerados intermedia-
rios, sino patrones, las empresas establecidas que 
contraten trabajos para ejecutarlos con elementos 
propios suficientes para cumplir las obligaciones 
que deriven de las relaciones con sus trabajado-
res. En caso contrario será solidariamente respon-
sables con los beneficiarios directos de las obras o 
servicios, por las obligaciones contraídas con los 
trabajadores.

Artículo 14. Las personas que utilicen intermediarios 
para la contratación de trabajadores serán respon-
sables de las obligaciones que deriven de esta Ley y 
de los servicios prestados.

Artículo 15. En las empresas que ejecuten obras o 
servicios en forma exclusiva o principal para otra, y 
que no dispongan de elementos propios suficientes 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13, 
se observarán las siguientes reglas: 

I. La empresa beneficiaria será solidariamente 
responsable de las obligaciones contraídas con 
los trabajadores.

II. Los trabajadores empleados en la ejecución de 
las obras o servicios tendrán derecho a disfrutar 
de condiciones de trabajo proporcionadas a las 
que disfruten los trabajadores que ejecuten tra-
bajos similares en la empresa beneficiaria.

Artículo 20. Se entiende por relación de trabajo, 
cualquiera que sea el acto que le dé origen, para 
la prestación de un trabajo personal subordinado a 
una persona, mediante el pago de un salario.

Contrato individual de trabajo, cualquiera que sea 
su forma o denominación, es aquél por virtud del 
cual una persona se obliga a prestar a otra un tra-
bajo personal subordinado, mediante el pago de un 
salario.

Artículo 21. Se presume la existencia del contrato y 
de la relación de trabajo entre el que presta un tra-
bajo personal y el que lo recibe.

Artículo134. Son obligaciones de los trabajadores:

III. Desempeñar el servicio bajo la dirección del 
patrón o de su representante, a cuya autoridad 
estarán subordinados en todo lo concerniente al 
trabajo.

Para los efectos, los tribunales han señalado lo si-
guiente:

Subordinación significa por parte del patrón un po-
der jurídico de mando, correlativo a un deber de 
obediencia por parte de quién presta el servicio.

Por otra parte y tratándose de intermediación, algu-
no de los aspectos que han señalado los tribunales es-
tán en el sentido de que la calidad de intermediario no 
necesariamente se puede acreditar de que se realicen 
actividades en beneficio de un tercero, sino que ade-
más se cuente con elementos propios suficientes para 
cumplir con sus obligaciones relacionadas con los tra-
bajadores.

Por lo descrito, es claro determinar que las relaciones 
de trabajo, son las que se definen en la LFT y que la LSS 
no puede y no establece supuestos diferentes para este 
efecto. Es más, también podemos señalar que la situa-
ción en materia laboral, en fecha anterior y en fecha 
posterior al Decreto publicado en el DOF el 9 de julio, es 
la misma conclusión a la que han llegado diversos abo-
gados expertos con los que se ha tratado el tema, aun-
que entiendo que algunos pudieran discrepar de esta 
conclusión.

Ahora bien, si la situación no ha cambiado, lo que suce-
de en términos laborales, es que la problemática laboral 
se siga presentando bajo características similares a las 
que se han dado en el tiempo y en donde las empresas 
institucionales de tercerización, han llevado a buen tér-
mino cualquier conflicto de carácter laboral, toda vez 
que lo que les interesa es continuar con su relación de 
negocios, por ello éstas procuran cumplir a cabalidad 
con sus obligaciones fiscales y laborales.

Es importante reflexionar en el hecho de que las dispo-
siciones de la LFT y las nuevas de la LSS, aplican tam-
bién a empresas de personal de grupos, por lo que en 
estos casos, deben hacerse los análisis de las implica-
ciones correspondientes, por lo que es vital conside-
rar las disposiciones aplicables a los casos de interme-
diación y aspectos de exclusividad, pues son temas que 
se pueden convertir en un aspecto de controversia con 
trabajadores y ante los tribunales correspondientes.

Por último, a la luz de las disposiciones, a las políti-
cas de fiscalización que están emprendiendo las auto-
ridades y considerando la situación económica actual, 
es imprescindible que las empresas identifiquen los 
contratos celebrados con terceros, determinen si pue-
de existir alguna duda sobre su interpretación, cuyos 
efectos les pueda afectar y se asesoren lo más pron-
to posible con expertos en materia laboral y de segu-
ridad social, a lo cual habrá que señalar que si un con-
trato no es fiel a lo que se desarrolla en la operación del 
mismo, para una interpretación adecuada debe preva-
lecer la realidad. 
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industria de la 
construcción
En la Ley del  Seguro Social

Además, la Cámara Mexicana de la Industria de la 
Construcción (CMIC), ha incluido en su agenda 
estudiar los aspectos que la vinculan con el IMSS 

mencionado. Por ello, es necesario efectuar un análi-
sis, aunque sea somero, de la situación que se presen-
ta a esta fecha, destacando los aspectos problemáticos 
y tratando de aportar algunas sugerencias para propo-
ner alternativas de solución.

Situación actual de la industria 
de la construcción en materia 
de la Ley del Seguro Social

Es conveniente mencionar que, aun cuando pudiera 
denominarse como un Seguro Especial a la regulación 
de la IC, considerando las disposiciones fiscales de la 
LSS, podemos afirmar que son iguales para cualquier 
otro patrón; sin embargo, hay aspectos que establecen 
diferencias, por lo que es conveniente hacer algunas 
precisiones de acuerdo con lo siguiente:

Disposiciones que obligan a todos los patrones de 
la construcción. Uno de los aspectos que permiten di-
ferenciarlos es el tipo de trabajadores que se contratan, 
ya sean permanentes o eventuales. Sin embargo, antes 

Al referirse a los Seguros Especiales de la Ley del 
Seguro Social (LSS) se menciona a la Industria de la 
Construcción (IC) como tal; por otra parte, si consultamos el último 
informe al Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión sobre la 
situación financiera y los riesgos del Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS) 2008-2009, encontramos que en su cuadro VIII, número 
9 se destaca que la Industria de la Construcción está representada 
por 12% de los registros patronales que contienen 9.4% de los 
cotizantes del IMSS en el ejercicio 2008. También, el pasado año se 
reformó el Reglamento del Seguro Social para los trabajadores de 
la construcción por obra o tiempo determinado (reglamento de la 
construcción)

de establecer esa diferencia hay que considerar que la 
LSS establece como obligación llevar registros (nómi-
nas y listas de raya) en los que se asentará el número 
de días trabajados y los salarios percibidos, pero con la 
característica de que estos registros deberán ser uno 
por cada obra, según lo establece el último párrafo del 
artículo 9 del Reglamento de la Ley del Seguro Social 
en materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Re-
caudación y Fiscalización (RACERF).

Esta disposición, que obliga a estos patrones, es muy 
importante, debido a que la fiscalización que el IMSS 
aplica a ese nivel, es por obra. Cuando un patrón no 
cuente con esos registros estará impedido para demos-
trar, en primera instancia, cuáles trabajadores partici-
paron en alguna obra, y considerando que la mencio-
nada disposición es de aplicación estricta, por tratarse 
del registro donde se deja la evidencia de los elemen-
tos que conforman la base de cotización, posiblemen-
te se actualice la facultad del IMSS para realizar sus es-
timaciones.

De la misma manera que hay disposiciones que se apli-
can sin distinguir el tipo de trabajadores que se contra-
ten, debemos reconocer que, en las disposiciones re-
glamentarias, se establece, que cuando se contraten 
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trabajadores eventuales por obra o tiempo determina-
do, deberá aplicarse el Reglamento de la Construcción.

Esto no deja duda de que a los patrones que no contra-
ten a ese tipo de trabajadores no les obliga el mencio-
nado Reglamento. Sin embargo, la fiscalización sí será 
a nivel de cada obra de construcción. En relación con 
este aspecto, las últimas reformas a este Reglamento 
permiten identificar a los trabajadores por cada obra; 
por lo tanto, cabría hacer la reflexión sobre la conve-
niencia de aplicar lo que contempla este Reglamento, 
por parte de los patrones que, sin estar obligados, les 
puede representar una ventaja fiscal al demostrar sin 
lugar a dudas qué trabajadores intervinieron en cada 
obra.

Otro de los ángulos, es el exceso de información que 
el Reglamento de la Construcción impone; de mane-
ra resumida, podemos decir que ese Reglamento re-
quiere proporcionar información: para registro de la 
obra, de los subcontratos celebrados, de las inciden-
cias de la obra y de los trabajadores que participaron 
en la misma.

La información que corresponde al registro de la obra 
representa un exceso de datos, que desde el punto de 
vista de las disposiciones fiscales de la LSS no tienen 
ninguna aplicación, es decir, los datos de la explosión 
de insumos, costos y datos estimados de mano de obra 
que para ningún fin fiscal serían base. Dicho de otra 
manera, si llegáramos al extremo de que el patrón no 
pudiera atender lo previsto por el artículo 18 del Regla-
mento de la Construcción (el cual requiere que se pro-
porcionen los datos necesarios para determinar el nú-
mero de sus trabajadores, sus nombres, días trabajados 
y salarios devengados de la obra correspondiente), se 
actualizaría la facultad que tiene el IMSS para estimar

Sin embargo, para ello, lo único que se requiere, si se 
trata de una obra civil, los metros cuadrados de cons-
trucción y, si fuese una obra pública, el valor del con-
trato. Es decir, hay un exceso de información requerida 
al patrón, la cual resulta innecesaria y fiscalmente in-
útil, pues genera una carga administrativa superflua.

Se puede afirmar que, de la misma forma en que cues-
tionamos el exceso de información que demanda ese 
Reglamento, hay que decir que se le ha incorporado un 
elemento fundamental en materia fiscal: conocer qué 
trabajadores participan en una obra de construcción; 
por lo que, aun cuando pueda parecer un exceso de in-
formación al pensar que hay una duplicidad con las li-
quidaciones que los patrones están obligados a formu-
lar o sea a determinar para pagar las cuotas al IMSS, 
éstas no permiten identificar cada obra dentro de un 
mismo Municipio, salvo que se preparen, a ese nivel, las 
mencionadas liquidaciones. Por lo tanto, es acertado lo 
previsto en este Reglamento, en relación con reportar 
a los trabajadores por cada obra, lo cual debe llevar a 
pensar en una herramienta informática que solvente la 
carga administrativa que se genera.

Considerando la estructura de los procedimientos que se 
establecen al reformarse el Reglamento de la Construc-
ción, se observa que se diseñó un esquema ideal al pensar 
que siempre habrá un dueño de la obra, un contratista y, 
posiblemente, varios subcontratistas, lo cual conforma un 
todo que se controla con una misma referencia.

Esto, en la práctica, resulta una utopía, ya que se está 
ignorando el derecho que tienen los patrones de hacer 
todo aquello que las leyes no les prohíben; en conse-
cuencia, no es posible que el Reglamento sólo contem-
ple un esquema que lo vuelve rígido e inoperante.

Como ejemplo de lo anterior se pueden citar algunos 
casos: Que el dueño de la obra decida no contratar a 
un contratista, sino que directamente celebre contra-
tos por fase de obra; también, que decida que todo su 
personal esté ubicado en una prestadora de servicios, 
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o que decida contratar a una empresa responsable de 
supervisar la obra y con la facultad de subcontratar to-
das las fases de la misma.

Todas esas figuras no encuadran en el actual Regla-
mento y las respuestas que se dan en las Subdelegacio-
nes del IMSS son diversas y llegan a ser contradictorias, 
para buscar una solución de lo no previsto.

Cabe señalar que en el portal del IMSS y en lo que co-
nocemos como manual de usuario del sistema de afi-
liación de trabajadores de la IC, contempla la solución, 
pero en la práctica no se ha dado vigencia a la misma, 
por lo que es necesario que lo que se señala sea re-
suelto; es decir, que el Reglamento de la Construcción 
acepte la figura operativa que los patrones utilicen y 
no pretender tener una sola, ya que lo anterior viola va-
rios principios constitucionales.

Como se apuntó en el párrafo anterior, el IMSS tiene 
la facultad de estimar; respecto a esto, hay una histo-
ria que nos revela el exceso en que ha caído el IMSS al 
utilizar este mecanismo, el cual es motivado por que 
en las prácticas comerciales de la construcción existe 
un dueño de la obra, a quien le interesa salvaguardar 
la posible responsabilidad solidaria que le es inherente 
y, por lo tanto, solicita al constructor la constancia de 
cumplimiento que le dé esa tranquilidad.

Hoy en día la mencionada constancia ha sido deroga-
da, pero la práctica comercial, seguramente, habrá de 
continuar, salvo que al celebrar el contrato se modifi-
que el criterio mencionado, y en lugar de la constancia 
de cumplimiento se entregue un dictamen de Contador 
Público Autorizado para dictaminar la obra. En conse-
cuencia, que exista una opinión sobre el cumplimien-
to de las obligaciones fiscales de la LSS, que pueda dar 
certidumbre al dueño de la obra.

También, no podemos dejar de pensar que el exceso de 
estimativas, por parte del IMSS, se inscribe en el terre-
no relacionado con el incremento de la recaudación sin 
dar vigencia al objetivo fundamental que se debe per-
seguir: dar protección a los trabajadores.

Otro ángulo de esta estimativa se genera al evaluar el 
derecho que tiene el patrón para acudir a la defensa le-
gal de sus intereses y que, por medio del análisis de las 
diversas resoluciones jurisdiccionales, se encuentre que 
éstas confirman algunos aspectos como los siguientes: 
El IMSS debe requerir los datos antes de estimar; no 
puede aplicar indiscriminadamente la estimativa, y, en 
fecha reciente, por medio de la tesis de jurisprudencia 
2-A./J.89/2009 que sí tiene esa facultad y, en conse-
cuencia, no viola el principio tributario de subordina-
ción jerárquica de las leyes.

En consecuencia, debemos reconocer que es correcto 
que el IMSS estime, pero sólo en el caso de que los pa-
trones sean omisos, es decir, que no cumplan con sus 
obligaciones referidas al pago de las cuotas del Seguro 
Social; tampoco se debe olvidar que habrá algunos que 
ni siquiera se hayan registrado como patrones, en cuyo 
caso debe aplicarse sin lugar a dudas la correspondien-
te estimación; asimismo, la autoridad debe abandonar 
la práctica de pretender estimar por el simple hecho de 
que un patrón de la construcción solicite una constan-
cia de cumplimiento. Aun cuando ya se comentó que 
esto ha sido derogado del Reglamento de la Construc-
ción, en la práctica podría seguir operando, por lo que 
es necesario hacer diversas precisiones al señalado Re-
glamento para resolver este problema.

También aparece otra situación que tiene que ver con 
la clasificación de la empresa para efectos del segu-
ro de riesgos de trabajo, ya que no todos los que par-
ticipan en una obra forman parte de la industria de la 
construcción, en términos de lo que establece el RA-
CERF. El mismo reglamento, en su artículo 196, seña-
la que, forman parte de la industria de la construcción: 
las edificaciones (tanto obra pública como obra priva-
da) y los trabajos realizados por contratistas especia-
lizados en: instalación sanitaria, eléctrica, de gas y de 
aire acondicionado, así como de instalación y repara-
ción de ascensores, escaleras eléctricas y otros equipos 
para transportación; asimismo, instalaciones de ven-
tanería, herrería, cancelería, vidrios y cristales, y otros 
servicios de instalación vinculados con el acabado o re-
modelación de las obras de construcción.

Este aspecto es importante porque se confunde el su-
ministro de elementos para la construcción con ésta y 
el problema se complica cuando en el suministro inter-
vienen trabajadores, por lo que es importante recordar 
que, para estos patrones, no les es aplicable las dispo-
siciones de la industria de la construcción.

No obstante, hemos observado que, por parte de la au-
toridad, se requiere la presentación de facturas para 
tratar de justificar un valor de obra, cuando los ele-
mentos fiscales involucrados se refieren a los días tra-
bajados y a los salarios percibidos, como lo señala el ar-
tículo 15, fracción segunda de la LSS.

Otro aspecto que incide en la industria de la construc-
ción y, sobre todo, en el caso de los trabajadores even-
tuales por obra o tiempo determinado, es su movilidad 
y, a su vez, los diversos métodos para remunerar sus 
servicios que generan cargas de control administrativo 
importantes, así como los riesgos de caer en el finca-
miento de capitales constitutivos por la falta del regis-
tro oportuno ante el IMSS de esos trabajadores. Todo 
ello, obliga a una disciplina de trabajo y al estableci-
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miento de los controles necesarios que, en nuestra opi-
nión, deben estar apoyados por sistemas informáticos 
diseñados para este fin y con la participación del per-
sonal capacitado en la materia.

Conclusión y sugerencias

Es indudable que existen situaciones fiscales adminis-
trativas y operativas que sólo se observan en la indus-
tria de la construcción, lo cual repercute en el costo ad-
ministrativo de las obras.

Asimismo, debemos reconocer que, en tanto las dispo-
siciones fiscales vigentes no se modifiquen, existe la 
obligación de atenderlas, por lo que quienes participan 
en la IC deben considerar lo anterior.

Podemos concluir que tanto la autoridad como los pa-
trones de la construcción y, en su caso, quienes los re-
presentan tiene la obligación de buscar soluciones a lo 
que hoy afecta de manera negativa a un importante 
número de empresarios dedicados a la construcción.

A manera de resumen, podemos señalar que los patro-
nes de la construcción deben comprender el alcance de 
las disposiciones fiscales de la LSS y aplicarlas estric-
tamente cuando éstas se refieran a los elementos de la 
contribución o bien, voluntariamente cuando ayuden a 
eso. Por otra parte, y con el fin de propiciar la adecua-
da protección de los trabajadores de la construcción, 
deberá atenderse para resolver el exceso de informa-
ción que no tiene connotación fiscal; buscar que el Re-
glamento permita el registro de obras, atendiendo a la 
organización que adopte el patrón; establecer los mar-
cos de la fiscalización que por ley es facultad de la au-
toridad (pero sin abusar de la estimación) y dar vigen-
cia a figuras tales como la dictaminación por obra, y 
que los patrones consideren apoyarse en herramien-
tas administrativas e informáticas que ayuden al me-
jor cumplimiento de sus obligaciones fiscales en ma-
teria de la LSS.

En consecuencia, es procedente que exista un diálogo 
entre la autoridad y quienes representan a los patro-
nes, con el objeto de buscar soluciones a las situacio-
nes que impactan en la IC y que, de manera directa, in-
ciden en la protección de trabajadores que es la razón 
de existir de la LSS. Por lo tanto, conforme esto se haga 
realidad, estaremos en posibilidad de solucionar lo que 
hoy representa un efecto negativo que impide alcanzar 
el fin último de la seguridad social en México: la debi-
da protección de los trabajadores. 

Ley de l a Contribución par a el Combate 
a l a Pobrez a,  iniciativa no aprobada
C .P.C .  Juan Manuel  Franco Gal la rdo
Soc io de l  Á rea F i sc a l  de Hor wath Cas t i l lo Mi randa y 
Cía ,  S .C .,  Miembro de la Comis ión F i sc a l  de l  IMCP
j f ranco@hc im.com.mx

El 8 de sept iembre de l  presente año,  e l  E jecut i vo 
Federa l  env ió a l  H.  Congreso de la Unión la in ic ia t i va 
de la Ley de l  Ingresos de la Federac ión,  e l  p royec to 
de presupues to de egresos de la Federac ión 
para e l  e je rc ic io de 2010 y los c r i te r ios genera les 
de pol í t ic a económic a,  cor respondientes .

Dent ro de es te paquete seña lado, des tac a la 
in ic ia t i va de ley denominada “Ley de la Cont r ibuc ión 
para e l  Combate a la Pobreza”,  la  cua l  es re la t i va 
a un impues to ind i rec to,  es dec i r  un impues to a l 
consumo, cuyo objet i vo pr inc ipa l  es lograr  mayor 
rec audac ión con la f ina l idad de f renar,  mediante los 
programas soc ia les que t iene e l  Gobierno Federa l , 
e l  c rec imiento de la pobreza y mi t igar los impac tos 
negat ivos que la c r i s i s  a l imentar ia y  económic a ha 
dejado en la poblac ión de menores ingresos .

Outsourcing. Reforma a l a 
Ley del Seguro Social
C .P.C .  Rubén Dar ío Dáva los Pa lomera
Soc io de l  Á rea de Segur idad Soc ia l  y 
Remunerac iones de KPMG, Cárdenas Dosa l ,  S .C .
rdava los@k pmg.com.mx

Desconsolidación fiscal, 
determinación del ISR
C .P.C .  José A l f redo Hernández L inares
Soc io F i sc a l  de Pr icewaterhouseCooper s
jose.a l f redo.hernandez@mx.pwc .com



Contaduría Pública 								        www.imcp.org	

+
50

reformas a la 
Ley de Amparo

Efec tos en mater ia f iscal

De algunas de las propuestas se advierte una in-
tención genuina de mejorar y hacer eficiente 
este medio de defensa constitucional y de ha-

cerlo accesible a toda la población; aunque algunas 
otras, sólo tienen como objetivo lograr una mayor re-
caudación a costa de limitar el acceso procesal a las 
garantías individuales previstas en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Lo cierto es que la llamada “reforma estructural en ma-
teria de amparo” después de largo tiempo de estar pa-
ralizada en el Congreso de la Unión, está teniendo mo-
vimiento y, al parecer, en los próximos meses el juicio 
de garantías tendrá cambios significativos, pues ya se 
encuentra en la agenda de los legisladores.

Desde el año 2000 se han presentado ante el Congreso 
de la Unión cuatro propuestas de reformas a la Ley de 
Amparo con cambios trascendentales, las cuales inciden, de manera 
directa, en los medios de defensa en el ámbito fiscal y administrativo. 
Las citadas propuestas obedecen a diversas cuestiones de índole 
política, presupuestaria y de eficiencia en la administración de justicia, 
por medio de las cuales se ha intentado modificar, radicalmente, los 
principios rectores del juicio de amparo

Por lo anterior, el presente artículo tiene como objetivo 
describir las cuatro propuestas en la parte concernien-
te a la materia tributaria.

Propuestas de reformas

Nueva Ley de Amparo de la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN)

Durante el año 2000, la SCJN se dio a la tarea de elabo-
rar el proyecto de una “Nueva Ley de Amparo”, la cual 
retoma postulados de vanguardia y convenientes para 
lograr una adecuada protección de las garantías indivi-
duales, entre ellas, las de justicia tributaria.
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Dicho proyecto introduce la figura del “interés legíti-
mo” en sustitución del “interés jurídico” como presu-
puesto de procedencia para solicitar el amparo. Lo an-
terior cobra relevancia en el ámbito fiscal pues implica 
que no sería necesario acreditar ante los Tribunales Fe-
derales que cierta persona física o moral es contribu-
yente de determinada contribución y que la misma ha 
sido aplicada en su perjuicio para poder combatir su 
constitucionalidad, sino que estará legitimado para 
promover el juicio, todo aquél que, sin ser titular de un 
derecho subjetivo, vea afectada su esfera jurídica por 
su especial situación frente al orden jurídico.

En otras palabras, el interés legítimo implica que sea 
más accesible impugnar la constitucionalidad de una 
ley fiscal sin que sea necesario acreditar que se es con-
tribuyente de cierto tributo y que se aplicaron las dis-
posiciones combatidas (lo que muchas veces se acredi-
ta con el pago de la contribución). 

Nos parece que resultaría conveniente que, en la pro-
puesta de reforma, se definiera qué se entiende por in-
terés legítimo, pues tal como está redactado en la pro-
puesta correspondiente, resulta ambiguo.

Como otro tema relevante contenido en la propues-
ta que se comenta, nos encontramos con la emi-
sión, por parte del Pleno de la SCJN, de declaratorias 
de inconstitucionalidad con efectos generales para 
toda la población (principio erga omnes) y no sólo 
para las partes del juicio, esto es, la eliminación del 
principio de relatividad de las sentencias o también 
denominada Fórmula Otero. 

Para ello, se establece que la votación del Pleno por la 
que se declare la inconstitucionalidad de una ley de-
berá ser de cuando menos ocho votos. A diferencia de 
otras propuestas de reformas, la Nueva Ley de Amparo 
deja intocado el efecto restitutorio del juicio de garan-
tías; es decir, al declararse que una ley fiscal es contra-
ria a la Constitución Federal, el efecto será, entre otros, 
la devolución de lo pagado indebidamente por virtud 
de la contribución declarada inconstitucional. Sin em-
bargo, habría que dejar muy claro que los efectos ge-
nerales de dicha declaratoria serían:

Para las partes del juicio de la cual derivó, con efec-
tos restitutorios (hacia el pasado).

Para el resto de la población, a partir de que se 
emita.

Finalmente, otra modificación contenida en la Nue-
va Ley de Amparo que sería conveniente para la mate-
ria fiscal, consiste en que con la resolución que recai-
ga al primer amparo —directo—, por medio del cual se 
impugnen las sentencias que dicten los tribunales or-
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dinarios (entre ellos el Tribunal Federal de Justicia Fis-
cal y Administrativa), se resolverá de manera integral el 
asunto sin que subsista la posibilidad de que el amparo 
que en su caso se conceda sea para el efecto de que di-
chos tribunales dicten otras sentencias en las que estu-
die cierto tema o subsanen cierto vicio del procedimien-
to, es decir, en la resolución del primer amparo directo 
se resolverá la forma como el fondo de todo el asunto.

Propuesta de los diputados 
de los tres partidos políticos: 
PRI, PAN y PRD

La propuesta de reformas que se comenta ha causado 
revuelo en los medios y ha sido objeto de críticas de es-
pecialistas en la materia. Fue presentada por los citados 
partidos políticos el 10 de marzo de 2009 ante la Cáma-
ra de Diputados y aprobada en fast track, en tan sólo 21 
días por 335 votos a favor y sólo uno en contra.

Esta propuesta está dirigida al amparo indirecto en 
materia fiscal, la cual pretende introducir una de las 
llamadas “acciones de clase” o class actions (como se 
les conoce en el derecho anglosajón), consistente en 
que cuando al menos cinco contribuyentes promuevan 
un amparo indirecto en contra de alguna ley fiscal, la 
SCJN atraerá el caso desde la primera instancia y lo re-
solverá de plano.

Se establece que, con anterioridad al dictado de la sen-
tencia por parte del Pleno de la SCJN, se abrirá un pla-
zo para que cualquier contribuyente pueda adherirse a 
la acción de amparo intentada haciendo valer los ar-
gumentos que considere pertinentes en contra de la 
ley fiscal reclamada sin que sea necesario que se prue-
be que se es contribuyente del impuesto o que la ley le 
perjudica (sin que se acredite el interés jurídico nece-
sario para acudir al juicio de garantías).

Una vez hecho lo anterior, la SCJN podrá declarar la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley fis-
cal de que se trate; sin embargo, para que la declara-
toria de inconstitucionalidad tenga efectos generales 
(y no sólo para las partes de los juicios de la cual deri-
vó), la votación de los señores ministros deberá ser de 
al menos ocho votos (mayoría calificada), lo cual resul-
ta criticable, pues podría darse el caso de que siete de 
los 11 ministros consideren que una ley es inconstitu-
cional, y la resolución correspondiente no tenga efec-
tos generales, o que el día de la sesión no acudan uno 
o dos ministros y que por su ausencia no se logre la vo-
tación de ocho. En todo caso, consideramos que lo co-
rrecto debería consistir en que la votación debiera ser 
por mayoría simple, es decir, la mayoría de los ministros 
presentes en la sesión. 

Además, la citada propuesta de reforma elimina el 
efecto restitutorio propio del juicio de amparo cuan-
do se trate de declaratorias generales de inconstitucio-
nalidad de leyes fiscales. Ello implica que los efectos de 
dicha declaratoria sólo se surtirán a partir de su emi-
sión y publicación en el Diario Oficial de la Federación 
(aún para las partes del juicio del cual derivó); es de-
cir, la ley fiscal declarada inconstitucional quedará de-
rogada para la población a partir de su emisión y pu-
blicación en dicho medio de difusión oficial, no tendrá 
efectos restitutorios hacia el pasado lo que significa 
que no habrá devoluciones de las cantidades pagadas 
por virtud de la contribución que se declare contraria a 
la Constitución Federal.

Lo anterior implicaría, sin lugar a dudas, un enrique-
cimiento ilegítimo del Estado avalado constitucional-
mente, pues el Fisco no tendría obligación de devol-
ver aquellas cantidades que recaudó con motivo de 
una contribución declarada violatoria de la Constitu-
ción Federal por el Pleno de la SCJN, lo que podría 
provocar que la Federación o las Entidades Federati-
vas crearan contribuciones notoriamente inconstitu-
cionales (con previo conocimiento de causa), recau-
daran los recursos en tanto la SCJN declara que son 
contrarias a la Constitución, sin que haya manera de 
recuperarlas. Esta propuesta de reforma atenta con-
tra diversos principios constitucionales y contra el es-
tado de derecho.

Afortunadamente, la Cámara de Senadores consideró 
apropiado analizar con detenimiento y seriedad la pro-
puesta que nos ocupa, sin que a la fecha se tenga noti-
cia de alguna votación sobre ella.

Consideramos que si bien el efecto general de las de-
claratorias de inconstitucionalidad son necesarias en 
nuestro país (pues no es posible que una norma de-
clarada inconstitucional por la SCJN se aplique válida-
mente a un gobernado y a otro no bajo el argumen-
to de que aquél no se quejó, por medio de un juicio de 
amparo y éste sí), la manera de hacerlo no es eliminan-
do el efecto restitutorio del juicio de garantías, pues 
con ello se destruye su esencia misma, además de que 
es a todas luces contrario a los derechos fundamenta-
les el que se pretenda avalar a nivel constitucional el 
enriquecimiento ilegítimo del Estado.

Propuesta de los Senadores del PRI

La propuesta presentada el 19 de marzo de 2009 por 
un grupo de senadores del Partido Revolucionario 
Institucional, retoma en, aproximadamente, 90% el 
contenido de la Nueva Ley de Amparo de la SCJN, ya 
comentada.
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Las diferencias consisten en lo siguiente:

Se pretende limitar de manera importante la pro-
cedencia del amparo directo en contra de las sen-
tencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa (entre otros tribunales ordinarios), de 
manera que, sólo en los casos que a juicio de la 
SCJN tengan el carácter de importantes y trascen-
dentes, procederá el amparo directo en contra de 
dichas sentencias, lo que implica que en los demás 
casos la sentencia terminal y con la que se conclui-
rá el asunto de forma definitiva será la que dicte el 
citado Tribunal de legalidad. 

Lo anterior significa que será la SCJN, la que decida 
qué asuntos ameritan ser revisados por el Poder Judi-
cial de la Federación, por medio de los amparos direc-
tos y cuáles no.

visadas por otro Poder de la Unión, a saber, aquél al 
que constitucionalmente se le ha encomendado la ta-
rea jurisdiccional y de control de la constitucionalidad, 
es decir, el Poder Judicial de la Federación.

La razón por la que se justifica constitucionalmente la 
existencia de tribunales administrativos dependientes 
del Poder Ejecutivo Federal (como lo es el TFJFA), es 
porque existe la posibilidad de que sus sentencias sean 
revisadas por otro poder de la Unión (el Poder Judicial 
de la Federación) el cual cuenta con atribuciones su-
ficientes para revocarlas, confirmarlas o establecer el 
sentido que deben tener. 

Además, cabe señalar que, en la propuesta de refor-
mas a la Ley de Amparo no se prevé que paralelamente 
se elimine entonces el recurso de revisión contempla-
do en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, por el cual las autoridades fiscales pueden 
controvertir ante el Poder Judicial de la Federación las 
sentencias del TFJFA que les sean desfavorables; esto 
implicará, entonces, que los contribuyentes no cuenten 
con un medio de defensa por el cual impugnen las sen-
tencias del TFJFA, pero dichas autoridades sí, lo que vio-
laría el principio de equidad procesal.

Por lo anterior, esta propuesta constituiría un retroce-
so en la administración de justicia de nuestro país y un 
atentado a los principios de división de poderes, al de 
equidad procesal y al de derecho a la administración 
de justicia, por lo que de aprobarse en estos términos, 
con toda seguridad los gobernados tendrán que acudir 
a los tribunales internacionales a solicitar su protec-
ción, específicamente a la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos por violaciones a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (el llamado Pacto de 
San José) de la cual México es parte.

El artículo 25 de dicha Convención establece el dere-
cho de toda persona a un recurso sencillo y rápido o 
a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tri-
bunales competentes, que la ampare contra actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución, la ley o la presente Convención, aun 
cuando tal violación sea cometida por personas que 
actúen en ejercicio de sus funciones oficiales, o bien, 
cuyo artículo 8 prevé el derecho de los gobernados a 
que las sentencias sean revisadas por un tribunal del 
Poder Judicial Federal.

Por lo que hace a las cuestiones relevantes en mate-
ria fiscal, en relación con el amparo indirecto, la refor-
ma de los senadores del PRI propone la eliminación de 
que los efectos de la concesión del amparo sólo se sur-
tan para las partes del juicio. En su lugar, se propone 
que la declaratoria de inconstitucionalidad de una ley 

Es necesario modificar los 
medios de defensa fiscal, 
pues las normas vigentes 

presentan serias deficiencias, en 
especial el juicio de amparo»

Además, limitar la procedencia del amparo directo en 
los términos comentados, implicará que sea un tribunal 
administrativo dependiente jerárquica y presupuestal-
mente del Ejecutivo Federal, el que resuelva de manera 
definitiva las controversias que se susciten entre con-
tribuyentes y autoridad fiscales. 

Lo anterior rompe con el principio de división de po-
deres previsto como pilar del Estado Mexicano en la 
Constitución Federal, pues si un asunto no tiene la 
suerte de ser considerado por la SCJN importante y 
trascedente, será uno solo de los Poderes de la Unión 
(el Ejecutivo Federal) el que dirima de forma terminal 
las controversias entre el Fisco Federal (del cual es su-
perior jerárquico) y los contribuyentes, constituyéndo-
se como juez y parte.

Se dice lo anterior, en virtud de que los magistrados 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
(TFJFA) son nombrados y removidos por el Presidente 
de la República, además de que dicho órgano jurisdic-
cional depende presupuestariamente del Poder Ejecu-
tivo Federal, por lo que la imparcialidad de la que debe 
gozar todo procedimiento jurisdiccional no se garan-
tiza en el caso del TFJFA si sus sentencias no son re-
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tenga efectos generales para toda la población, siem-
pre y cuando dicha declaratoria implique la integración 
de jurisprudencia por el método de reiteración de tesis. 
Para ello, se requeriría una mayoría simple en la vota-
ción que emita la SCJN.

Consideramos acertada la propuesta de efectos gene-
rales comentada; sin embargo, no encontramos una 
razón lógica para que sólo la jurisprudencia integrada 
por el sistema de reiteración de tesis goce de efectos 
generales, siendo que la jurisprudencia por contradic-
ción de tesis cuenta con las mismas características que 
aquélla y es igualmente obligatoria. 

Propuesta del PVEM

La propuesta de reforma al juicio de amparo presen-
tada por el Partido Verde Ecologista de México con-
siste en:

Eliminar el recurso de revisión previsto en la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo para que las autoridades que obtengan una 
sentencia desfavorable por parte del TFJFA puedan 
impugnarla.

Por una supuesta equidad procesal, y como con-
secuencia de lo anterior, se elimine la posibilidad 
de promover amparo directo en contra de dichas 
sentencias.

Con lo anterior se busca que las controversias de la 
competencia del TFJFA (entre ellas las fiscales, el Fisco 
Federal y los contribuyentes), se resuelvan en una sola 
instancia y dicho Tribunal sea terminal, es decir, que 
sus sentencias sean definitivas sin que exista la posibi-
lidad de modificarlas mediante la promoción de un me-
dio de defensa. 

Conclusión

Es innegable que los actores políticos y demás autori-
dades se han percatado de la necesidad de modificar 
los medios de defensa que tienen eco en materia fiscal, 
pues las normas vigentes presentan serias deficiencias, 
en especial el juicio de amparo. Sin embargo, las pro-
puestas que existen a la fecha, son preocupantes e in-
viables desde el punto de vista constitucional y de los 
derechos humanos. 

La necesidad de modificar los citados medios de defen-
sa no implica su eliminación ni su limitación tanto en 
su procedencia como en sus efectos, sino medidas con 
las que se garantice su eficiencia, prontitud y calidad.

•

•

Pareciera que en la materia fiscal los legisladores y de-
más autoridades están determinados a recaudar a tra-
vés de la eliminación o limitación de los medios de 
defensa de los contribuyentes, pues es una realidad in-
negable que a lo largo de los últimos años se les ha ce-
rrado la puerta cada vez más a los contribuyentes para 
defender sus derechos.

Es de llamar la atención que en ninguna de las ante-
riores propuestas de reformas se establezcan proce-
dimientos serios y eficientes por los cuales se logre 
realmente el cumplimiento expedito de las sentencias 
(tanto en el juicio de amparo como en el juicio de nuli-
dad), lo cual constituye un tema relevante, pues sin ello 
no tiene sentido promover un medio de defensa y por 
ende la existencia de los tribunales; no obstante ello, 
en ninguna propuesta se aborda el tema de garantizar 
que aquellos que obtuvieron un fallo favorable, se pue-
dan beneficiar de él.

Consideramos que en las anteriores reformas existen 
cuestiones valiosas que debieran introducirse al siste-
ma de impartición de justicia sin que ello signifique que 
con las mismas se resuelven todos los problemas del 
juicio de amparo, además de que ciertamente existen 
medidas preocupantes que atentan contra los derechos 
fundamentales que no debieran prevalecer por las ra-
zones apuntadas. 
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pal abras en activo

Contador y contadora… 
Presidente y presidenta…
primer a de dos partes>

Dice María Eugenia Merino, en su libro Escribir bien, corregir mejor, 
editorial Trillas, 2007, que: Género es el accidente gramatical que 
corresponde al sexo, es decir, por el cual los sustantivos pueden ser 
masculinos o femeninos.

Yolanda Chávez, quien pronto coordinará un número de Contaduría 
Pública, me compartió un correo electrónico que había recibido hace 
poco y que circula comúnmente en Internet, con etiqueta de verdad, 
como muchos, aunque en realidad contenga argumentos falaces. Ese 
correo expresa, erróneamente, que el femenino de presidente es pre-
sidente, basándose en que el femenino de estudiante no es “estudian-
ta”, el de adolescente no es “adolescenta”, el de integrante no es “inte-
granta”, ni el de cantante es “cantanta”, etcétera.

Sin embargo, el femenino de presidente es presidenta, según señala el 
Diccionario esencial de la lengua española, de la Real Academia Es-
pañola (RAE), editorial Espasa Calpe, 2006, que define: Presidenta: 1. 
Mujer que preside. // 2. Mujer que es cabeza de un Gobierno, consejo, 
tribunal, junta, sociedad, etc. // 3. En los regímenes republicanos, jefa 
del Estado normalmente elegida por un plazo fijo.

Según lo anterior, debe decirse: La presidenta de Argentina es Cris-
tina Fernández de Kirchner, y no: La presidente de Argentina es 
Cristina Fernández de Kirchner. El reconocimiento de la palabra 
presidenta no es nuevo, ya el Diccionario de Dudas de la Lengua 
Española, de Manuel Seco, Editorial Aguilar, en su edición de 1976, 
menciona presidenta como femenino de presidente, pero lo más 
interesante es que hace una cita del libro Cal y Canto, de Rafael Al-
berti, quien dice: La luna, presidenta de la noche. El citado libro de 
Alberti es de 1926-1927.

Entonces ¿cuál es el uso correcto de la formación del femenino en las 
profesiones, oficios, títulos y cargos? Veamos los doce casos existen-
tes, siguiendo al Diccionario Panhispánico de Dudas, de la RAE, Edito-
rial Santillana, 2005:

1. Si el masculino termina en o, ésta se cambia por a: El médico=la 
médica; el ministro=la ministra; el ginecólogo=la ginecóloga; el 
ingeniero=la ingeniera. Son excepciones: El piloto=la piloto; el 
modelo=la modelo; el testigo=la testigo; el diácono=la diaconisa. 

2. Si el masculino termina en or, se añade la letra a: El contador=la 
contadora; el profesor=la profesora; el escritor=la escritora; el 
gobernador=la gobernadora. Son excepciones: El actor=la actriz; el 
emperador=la emperatriz. 

3. Si el masculino termina en a, se mantiene igual: El cineasta=la 
cineasta; el pediatra=la pediatra; el guía=la guía; el atleta=la atleta; 
el poeta=la poeta o poetisa; el guarda=la guarda o guardesa. Dentro 
de este grupo (nombres masculinos terminados en a) están los sustan-
tivos terminados en ista: El electricista=la electricista; el taxista=la 
taxista. En el caso del original masculino el modista, ha surgido el mas-
culino el modisto.

4. Si el masculino termina en e, suele conservar la e: El conserje=la 
conserje; el orfebre=la orfebre; el gendarme=la gendarme; el 
sacerdote=la sacerdote o sacerdotisa. Son excepciones: El jefe=la 
jefa; el alcalde=la alcaldesa; el conde=la condesa; el duque=la du-
quesa; el héroe=la heroína; el sastre=la sastra. Dentro de este grupo 
(nombres masculinos terminados en e) están los sustantivos termina-
dos en ante o ente: El agente=la agente; el conferenciante=la con-
ferenciante; el cantante=la cantante; el dibujante=la dibujante. Son 
excepciones: El cliente la=clienta; el dependiente=la dependienta; el 
presidente=la presidenta.

En el caso de gobernante, se mantiene la forma gobernante si se re-
fiere a la mujer que dirige un país, y gobernanta, si es la mujer que tie-
ne a su cargo el personal de servicio en una casa, un hotel o una ins-
titución.

En el próximo número concluiremos con los otros ocho casos de termi-
naciones de nombres masculinos, para conocer la formación femenina 
correcta de las profesiones, oficios, títulos y cargos. 

Lic. Willebaldo Roura Pech
Director Ejecutivo del IMCP
wroura@imcp.org.mx
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Urgente reforma a la 
Ley de Comercio Exterior

fiscal

No creo que exista una actividad económica más importante para el 
país que el comercio exterior. No obstante, pasan los años y el discurso 
oficial nunca contempla la necesidad de realizar un cambio profundo y 
estructural a la legislación de comercio exterior, lo que incluye a la Ley 
Aduanera y a la Ley de Comercio Exterior, entre otras.

Me parece que la reforma estructural del comercio exterior tendría 
que empezar desde la Comisión de Comercio Exterior (COCEX). La 
COCEX está creada en el artículo 6 de la Ley de Comercio Exterior 
(LCE) y artículos 2 al 13 del Reglamento de la LCE. Se trata un órga-
no de consulta obligatoria de las dependencias que intervienen en las 
decisiones del comercio exterior de México y está obligada a emitir 
opinión en asuntos como la modificación a los aranceles creados por 
el Congreso, el establecimiento de medidas de regulación y restric-
ción no arancelarias, etcétera.

La COCEX se forma por representantes de las dependencias con inje-
rencia en los asuntos de comercio exterior, tales como las secretarías 
de: Economía, Hacienda, Agricultura, Salud, Relaciones Exteriores, Co-
misión Federal de Competencia, etc. Los representantes son a dos ni-
veles: subsecretarios y directores generales, y sesiona, según la im-
portancia de los asuntos sometidos a cada uno de dichos niveles. El 
Secretario Técnico se encuentra dentro de la estructura administrativa 
de la Secretaría de Economía. La COCEX no es en realidad autónoma.

La opinión obligatoria de la COCEX es una mera formalidad adminis-
trativa y no representa un obstáculo para el ejercicio de la facultad 
otorgada al Ejecutivo por virtud del artículo 131 constitucional. Para 
cumplir el requisito, todas las medidas de modificación a los aranceles 
o de regulaciones y restricciones no arancelarias, tales como las cuo-
tas compensatorias, pasan por la COCEX en una sesión fugaz donde 
se lee, se escucha y se vota, casi siempre por unanimidad. La COCEX 
está investida para celebrar audiencias públicas y está obligada a es-
cuchar a los representantes del gremio industrial, comercial, agrope-
cuario, de servicios y aduanal del país; sin embargo, en la práctica ello 
no sucede.

En los Estados Unidos de América, existe la International Trade 
Comission (ITC, por sus siglas en inglés). La ITC está formada por 
cinco comisionados nombrados por el presidente, con una es-
tructura administrativa de primer nivel, cuya función es hacer 
política comercial y dejar el área operativa del comercio exte-
rior en el Departamento de Comercio. Es necesario tener una CO-
CEX, independiente, auténtica, con verdadera autonomía, con ni-
vel técnico y profesional, que se dedique a estudiar, proponer e 
implementar medidas comerciales de trascendencia. La Secreta-
ría de Economía y el Servicio de Administración Tributaria deben 
limitarse a administrar y operar los instrumentos comerciales y 

aduaneros creados por una auténtica COCEX independiente y de 
alto nivel. Por tanto, dotarla de autonomía sería un gran avance 
para el país, ya que se evitaría la duplicidad de funciones con las 
dependencias gubernamentales, y sería un canal importante para 
que todos los particulares fueran escuchados por vías y mecanis-
mos institucionales establecidos en las leyes.

La COCEX tendría amplísimas facultades en materia de comercio exte-
rior y aduanal, tales como conducir la política comercial internacional 
en consonancia con las negociaciones comerciales; dictar la normati-
vidad aduanal; emitir opinión y publicar los criterios generales de clasi-
ficación arancelaria; conducir las investigaciones de prácticas deslea-
les de comercio internacional; la modificación de aranceles dictadas 
por el Congreso; la creación de regulaciones y restricciones no aran-
celarias, etcétera. La COCEX debe ser un órgano administrativo depen-
diente directo del Ejecutivo Federal, con autonomía técnica y opera-
tiva, conformado por cinco comisionados destacados y con solvencia 
moral en el campo aduanero y de comercio internacional, designa-
dos por el Ejecutivo, y ratificados por el Congreso, y con una estruc-
tura administrativa amplia y de alto nivel. Solo así se puede garantizar 
que el ejercicio de las facultades delegadas por el Congreso al Ejecuti-
vo por virtud del artículo 131 de la Constitución, se apeguen al espíri-
tu del Constituyente. 

C.P.C. Adrián Vázquez Benítez
Vázquez Tercero y Asociados, S.C.
Comisión de Comercio Internacional
adrian@vazqueztercero.com
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noticias ifac

Crisis financiera

AICPA exige fuentes de fondeo 
independientes para el IASB
En el foro mundial de contabilidad realizado en Nueva York, Barry C. 
Melancon, Presidente y CEO del Instituto Americano de Contadores 
Públicos Certificados (AICPA), exigió que las fuentes de financiamien-
to se mantengan independientes para la Fundación para el Comité de 
Normas Internacionales de Contabilidad (IASCF), entidad jurídica bajo 
la cual opera el Consejo Internacional de Normas de Contabilidad Fi-
nanciera (IASB). El AICPA considera necesaria la independencia de los 
recursos de financiamiento del IASB para garantizar la confianza in-
ternacional en este organismo.

Fuente: www.aicpa.org

La Junta de Gobernadores de la Reserva 
Federal pide cautela en la regulación
La gobernadora de la Reserva Federal de EE.UU., Elizabeth Duke, se-
ñaló que los políticos a nivel mundial deben tener cautela en sus es-
fuerzos por modificar las regulaciones financieras y contables en res-
puesta a la crisis financiera internacional. Asimismo, recomendó que 
los organismos emisores y reguladores mundiales trabajen coordina-
dos. El Comité de Normas de Información Financiera de los Estados 
Unidos (FASB) y el IASB realizan proyectos que van en diferente di-
rección como la medición de los instrumentos financieros. Sin em-
bargo, trabajar en diferente dirección perjudica los esfuerzos de am-
bos organismos.

Fuente: www.wsj.com, www.federalreserve.gov

La Fundación de Contabilidad 
Financiera aprueba el documento de 
independencia de la Fundación IASC
El órgano ejecutivo de la Fundación para la Contabilidad Financiera 
(FAF) expresó su apoyo al Documento sobre las Normas Contables y la 
Emisión de Normas dado a conocer por la Junta de Monitoreo del Co-
mité de Normas Internacionales de Contabilidad (IASC).

El FAF reconoce la importancia de contar con estados financieros cer-
teros y oportunos para dar certidumbre a la comunidad de inversio-
nistas. En su declaración el FAF señala que la confianza en la calidad e 
integridad de las normas contables dependen de la transparencia e in-
dependencia en el proceso de elaboración de normas en los organis-
mos emisores. 

Fuente: www.fasb.org/home, www.iasb.org

Encuesta de bancos examina el papel 
que desempeñan los contadores en las 
PyME para obtener préstamos: IFAC
La Federación Internacional de Contadores (IFAC) y la revista The 
Banker, parte del grupo del Financial Times, dieron a conocer los re-
sultados de la encuesta realizada a nivel mundial sobre los préstamos 
a las PyME, por parte de los bancos. Los resultados obtenidos mues-
tran que las PyME pueden acceder a una mayor línea de crédito siem-
pre y cuando comprueben su capacidad crediticia y se sometan a exá-
menes más rigurosos. Asimismo, la encuesta reafirmó el importante 
papel que desempeñan los contadores dentro de las PyME para gene-
rar información e influir en los tomadores de decisiones. Los banque-
ros esperan que las PyME presenten mayor información dentro de sus 
aplicaciones de crédito.

Fuente: www.ifac.org, www.thebanker.com

La conferencia ISAR revisa la implementación 
de las IFR y su impacto en la crisis financiera
En la conferencia realizada en Ginebra, Suiza el Grupo de Trabajo Inter-
gubernamental en Normas Internacionales de Contabilidad y Presen-
tación de Informes (ISAR) analizó los retos en la implementación de las 
Normas Internacionales de Información Financiera (IFR) y su repercu-
sión en la crisis financiera. El grupo discutió las formas en que puede 
incrementarse la eficiencia y la dirección en el proceso de emisión de 
normas de los cuerpos emisores y cómo mejorar la coordinación entre 
los diferentes organismos y reguladores.

El grupo enfatizó la importancia de las normas contables para man-
tener la estabilidad financiera mundial y recobrar la confianza de los 
inversionistas. A su vez, reiteraron la relevancia de contar con un 
conjunto de normas contables de alta calidad mundial. El grupo de ex-
pertos reconoce el reto que representa la crisis financiera en particular 
en lo que respecta a la medición del valor razonable.

Fuente: www.unctad.org

La profesión contable factor importante 
para la recuperación económica: FEE
De acuerdo con el documento dado a conocer por la Federación de Ex-
pertos contables de Europa (FEE), la profesión contable desempeña-
rá un papel relevante en el proceso de recuperación económica en los 
próximos cinco años. El documento presenta siete puntos clave para 
los siguientes cinco años: 1) hacer del mercado interno una realidad; 2) 
pensar primero en pequeño para las PyME; 3) promover la transparen-
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cia y las normas de alta calidad; 4) fomentar la integridad y confianza, 
mediante la auditoría; 5) mejorar el gobierno corporativo; 6) garanti-
zar mejores regulaciones y supervisiones, 7) integrar la sustentabilidad 
en el proceso normativo.

Fuente: www.fee.be 

Miembros y organismos de 
contabilidad regionales

El Consejo de Normas de Auditoría del 
AICPA clarifica borrador para discusión

El Consejo de Normas de Auditoría (ASB) del AICPA, dio a cono-
cer varios borradores para la discusión de las Normas de Audito-
ría (SAS) que son diseñadas para converger con varias normas In-
ternacionales de Auditoría (ISA emitidas por el Consejo de Normas 
Internacionales de Auditoría y Aseguramiento (IAASB). Las nuevas 
normas del ASB que convergerán con las normas del ISA son: ISA 
210 Acordando los términos de los trabajos de auditoría, ISA 580 
Representación de la administración, ISA 700 Dictamen del au-
ditor sobre los Estados Financieros, ISA 705 Modificaciones de la 
opinión en el informe de auditoría, ISA 706 Énfasis de los párrafos 
de otras materias en el informe del auditor independiente, ISA 710 
Comparativos, ISA 800 El dictamen del auditor independiente so-
bre trabajos de auditoría.

Fuente: www.aicpa.oro

Organismos internacionales

El Centro de Calidad de Auditoría 
desarrolló una guía para adoptar IFRS

El Centro de Calidad de Auditoría (CAQ) ha diseñado la Guía de las 
Normas Internacionales de Información Financiera para educar al pú-
blico de los EE.UU., en el proceso de adopción de las IFR por el IASB. 
La guía se encuentra gratis en el sitio Web del organismo; asimismo, 
alerta a los usuarios de importantes consideraciones en el proceso de 
adopción, que incluyen: 1) fuente de fondeo del IASB y su estructu-
ra; 2) consideraciones en la adopción, implicaciones y regulación; 3) 
descontinuación de las US GAAP, y 4) cambios estructurales y cultu-
rales en EE.UU.

Fuente: www.thecaq.org

Se incrementa la importancia de las 
IPSAS en conferencias internacionales

La implementación de las Normas de Contabilidad Aplicables al Sector 
Público (IPSAS) ha sido abordada en varios congresos internaciona-

les alrededor del mundo. La adopción, al igual que la implementación, 
es analizada en las conferencias junto con caso exitosos de diferentes 
países. Algunas de estas conferencia incluyen: CReCER 2009, (Con-
tabilidad y Responsabilidad para el Crecimiento Económico Regional) 
llevada a cabo en São Paulo, Brasil; Conferencia de las Naciones Uni-
das sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD) en Ginebra, Suiza y la con-
ferencia patrocinada por el Instituto de Contadores Públicos de Ken-
ya (ICPAK).

Fuente: www.creceramericas.org, www.unctad.org y ww.icpak.com 

La EC propone alianza con 
Canadá, Japón y Suiza

La Comisión Europea (EC) dio a conocer una propuesta que permitirá 
a los cuerpos de supervisión de auditoría de la Unión Europea el inter-
cambio de los papeles de trabajo de los auditores con sus contrapartes 
en Canadá, Japón y Suiza. 

Fuente: http://ec.europea.edu/internal_market

PCAOB cambia fecha de aplicación de las 
nuevas reglas al 31 de diciembre de 2009

La Junta de Supervisión Contable de Empresas Públicas (PCAOB) ha 
extendido la fecha de aplicación de las nuevas reglas y enmiendas a 
diciembre 31 de 2009, aprobadas por la Bolsa de Valores de los Esta-
dos Unidos (SEC), que incluye Reportes Especiales (Forma 3), bajo esta 
nueva regla algunos eventos que ocurran durante o después del 31 de 
diciembre deben de ser reportados por una firma en un reporte espe-
cial en un plazo de 30 días después del evento.

Fuente: www.pcaobus.org

IOSCO realiza consulta sobre la 
transparencia, comunicación y 
estructuras de las firmas de auditoría

La Organización Internacional de Comisiones de Valores (IOSCO) reali-
za tres consultas acerca de la transparencia, comunicación y la estruc-
tura de en las firmas de auditoría. El Organismo busca aportaciones de 
inversionistas y la industria.

Fuente: www.iosco.org 

noticias ifac

C.P.C. y M.A. Sylvia Meljem Enríquez de Rivera
Directora del Departamento Académico de 
Contabilidad, ITAM
smeljem@itam.com
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panorama financiero

Qué debemos aprender 
de l a crisis

La crisis hipotecaria surgida en Estados Unidos y que terminó por con-
vertirse en una crisis económica global de grandes proporciones ha 
empezado a perder terreno para dar paso a un proceso de recupera-
ción. En este sentido, recientemente se dio a conocer que la econo-
mía de Estados Unidos registró un crecimiento de 3.5% en el tercer 
trimestre del año, lo que resultó no solo superior a la cifra esperada 
por el mercado (3.2%), sino que representó la primera variación posi-
tiva desde el segundo trimestre de 2008 y la más alta desde el segun-
do trimestre de 2007

PIB Trimestral EE.UU. 2007-2009

Pero Estados Unidos no es el único país que tuvo un buen tercer tri-
mestre. La Oficina Nacional de Estadísticas de China dio a conocer que 
la economía de ese país creció 8.9% en el tercer trimestre apoyado por 
el plan anticrisis adoptado por el gobierno que incluyó un desembolso 
de 586 mil millones de dólares. De esta forma, la economía China re-
gistra ya un crecimiento de 7.7% en el periodo enero-septiembre y se 
enfila para registrar una expansión de, al menos, 8% en 2009.

Así, los indicadores económicos indican que la crisis ya quedó atrás y 
que inicia un proceso de recuperación que será diferenciado entre los 
diferentes países en función de la fortaleza estructural que muestren 
cada economía. En este sentido, México deberá afrontar a la breve-
dad posible los retos que se presentan, de manera tal que pueda apro-
vechar al máximo la nueva etapa de expansión que registrará el ciclo 
económico mundial.

Es importante reconocer que México ha aprendido de las crisis pasa-
das la importancia de mantener en equilibrio el balance de los princi-
pales indicadores macroeconómicos. Las crisis económicas que se pre-
sentaron a principios de los setenta y hasta 1995, hicieron reflexionar 

en la necesidad de corregir los desequilibrios macroeconómicos, que 
ocasionaron dichas crisis, principalmente los relacionados con los dé-
ficit en cuenta corriente, en finanzas públicas y el alto endeudamien-
to externo.

México ha disfrutado de una gran estabilidad macroeconómica, in-
cluso pudo transitar por la actual crisis económica sin mayores des-
ordenes macroeconómicos como en el pasado; tanto el déficit fiscal 
como en cuenta corriente se mantuvieron en niveles manejables, y la 
inflación y las tasas de interés registraron niveles mínimos históricos. 
La variable financiera que resintió la mayor aversión al riesgo fue el 
tipo de cambio, sin embargo, es importante destacar que a diferen-
cia de lo ocurrido en otros momentos de presiones cambiarias, aho-
ra las reservas internacionales se encuentran en niveles históricamen-
te altos; es decir, la depreciación del peso en lo que va del año, se ha 
debido a un proceso global de aversión al riesgo y no a un fenómeno 
de fuga de capitales.

A pesar de esta cómoda estabilidad, la economía mexicana creció en 
promedio 2.5%. Esto indica que la estabilidad macroeconómica es una 
condición necesaria pero no suficiente para crear crecimiento y bien-
estar en un país.

La estabilidad macroeconómica no se acompañó con cambios estruc-
turales de segunda generación que permitieran al país consolidarse 
como una potencia comercial y polo de atracción de inversión extran-
jera. De hecho, en los últimos años México ha perdido escaños en tér-
minos de competitividad internacional. De acuerdo con el World Eco-
nomic Forum (WEF), en 2008 México perdió ocho lugares en el ranking 
de competitividad al caer del lugar 52 al 60. Así, la segunda gran lec-
ción para México es que se tiene que hacer un gran esfuerzo por in-
crementar la competitividad del país. 
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La forma en la que se puede lograr este objetivo depende de las cua-
lidades de cada economía. Algunos países como China, Canadá y Chi-
le lograron incrementar su competitividad, por medio de adecuaciones 
estructurales en sus economías que incidieron sobre su andamiaje ins-
titucional, permitieron flexibilizar su aparato productivo, promovieron 
la utilización de tecnologías avanzadas y favorecieron procesos pro-
ductivos más eficientes. Estas reformas se instrumentaron en la dé-
cada de los ochenta y tardaron diez años en tener un impacto pleno 
sobre la actividad económica, lo que destaca aún más la lentitud con 
la que México ha enfrentado los desafíos del nuevo orden económi-
co mundial. 

Esto último, apunta hacia la tercera lección: el futuro de México está 
muy ligado a su capacidad para avanzar en la instrumentación de las 
reformas estructurales pendientes, lo que implica un cambio en la 
operación de la clase política, de forma tal que se logren acuerdos y 
se privilegien las necesidades del país. De la misma manera, se debe-
rá avanzar más rápido para garantizar la seguridad en sus diferentes 
acepciones, pública y jurídica. Sólo de esta forma se dará un impulso 
contundente a la competitividad y a la capacidad de acelerar el creci-
miento económico del país. 
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El International Accounting Standards Board (IASB), organismo regu-
lador de las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF o 
IFRS, por sus siglas en inglés), en su búsqueda continúa de una mejor 
presentación y revelación de los estados financieros, ha estado anali-
zando y alcanzando decisiones que se han acercado al concepto que 
cada vez más se relaciona a la contabilidad y que, a su vez, fue tan cri-
ticado a finales de 2008 y que refiere al concepto de la Contabilidad 
en función a valores de mercado. Tanto el IASB como otros organismos 
reguladores de la contabilidad en el mundo han estado cambiando sus 
reglas de valuación hacia los valores de mercado en el balance general, 
con la finalidad de reflejar la realidad económica en sus distintos ru-
bros. No hay que olvidar que el reto de los organismos encargados de 
la contabilidad es bastante grande –ya distintos autores lo han men-
cionado de varias formas–: su reto es revelar todos los activos y pasi-
vos de la empresa emisora en el balance general y mejorar la calidad y 
la confianza en la información financiera.

Las razones principales que se argumentan para adoptar las valuacio-
nes de mercado en los distintos rubros contables, con la finalidad de 
alcanzar el reto mencionado, están en función de tres puntos, los cua-
les se mencionan a continuación:

Dejar a un lado la subjetividad de los administradores y de quienes 
preparan la información financiera para reflejar los hechos econó-
micos que afectaron a la entidad en un periodo contable.
Minimizar “la utilidad elaboraba por los administradores en función 
a subjetividad” (Earnings Management).
Mejorar la calidad de la información financiera, ganando, nueva-
mente, la confianza de sus usuarios.

En sus inicios, el concepto de la contabilidad, por medio de valores de 
mercado, se llevó a conceptos tales como monedas, valores guber-
namentales y accionarios, entre otras partidas monetarias. Posterior-
mente, a los instrumentos financieros derivados, seguido de rubros ta-
les como deuda, donde tanto el IASB como el Financial Accounting 
Standard Board (FASB), permitieron que los montos de deuda se pu-
dieran revelar a valores de mercado. Ahora es el turno de las provisio-
nes y quizá, en un futuro no muy lejano, la mayor parte de los rubros 
contables estará a valores de mercado.

Pasivos. Ajustes al IAS 37, Provisiones, pasivos 
y activos contingentes (IAS 37). Posición actual
El objetivo del IAS 37, es asegurar el correcto reconocimiento y valua-
ción aplicables a las provisiones, pasivos y activos contingentes. Asi-
mismo, el IAS 37, requiere cierta información que se debe detallar en 
los estados financieros, de tal manera que, los usuarios de la misma, 
comprendan la naturaleza, el tiempo que se tiene para pagarla y el 
monto del pasivo.

»

»

»

Reglas de valuación para 
las provisiones. Un nuevo 
enfoque bajo IFRS

La valuación de la provisión de acuerdo con el IAS 37 actual, establece 
el siguiente criterio para determinar el monto a ser revelado en los es-
tados financieros: “El monto reconocido como provisión deberá ser la 
mejor estimación posible de la salida de efectivo requerida para liqui-
dar la obligación a la fecha del balance general”.

De acuerdo con el IAS 37, el monto reconocido como provisión deberá 
ser el mejor estimado del flujo de efectivo para liquidar la obligación 
presente a la fecha del balance general; esto es, el monto que la en-
tidad pagaría, con información completa a la fecha de los estados fi-
nancieros o por la transferencia de la obligación a otra entidad.

Las dos clasificaciones mencionadas en el IAS 17, son las siguientes:
Las provisiones que sólo requieren una salida de efectivo como pu-
dieran ser la limpieza de un sitio por cuestiones ambientales, las 
obligaciones por retiro de activos (ARO, por sus siglas en inglés), o la 
provisión por la liquidación de una demanda son valuadas al monto 
más probable que pagaría la empresa emisora.
Las provisiones que son recurrentes (garantías, premios, promocio-
nes de puntos acumulables) son valuadas en función de probabili-
dades de gasto esperado.

En teoría, las valuaciones de las mencionadas provisiones deben ser 
descontadas a valor presente, mediante una tasa de descuento que 
refleje las condiciones actuales de mercado, considerando el valor del 
dinero en el tiempo y el riesgo específico al pasivo mencionado. Cabe 
mencionar, que, en provisiones como los ARO, existiría un gasto que se 
reconocería por el uso del valor del dinero en el tiempo.

Propuestas de cambio por parte del IASB
El IASB, está considerando un cambio en el cálculo para la valuación 
de provisiones. Asimismo, estas nuevas propuestas están separadas en 
dos, las primeras refieren a las provisiones que sólo requieren una sali-
da final de efectivo y las segundas a las provisiones recurrentes. 

Provisiones que sólo requieren 
una salida final de efectivo
Las nuevas condiciones para la valuación de las provisiones que sólo 
requieren una salida final de efectivo y que tienen una alta probabili-
dad de ser aceptadas por parte del IASB, son las siguientes:

El requisito fundamental para valuar el monto que las empresas de-
berán de reportar como provisiones, es el monto que la empresa pa-
garía de manera racional a la fecha de los estados financieros para 
liquidar la obligación presente.
El monto que la empresa pagaría de manera racional a la fecha de 
los estados financieros para liquidar la obligación presente será el 
menor de:

El valor que la entidad pagaría a una contraparte para cancelar 
la obligación de manera definitiva.

»

»

»

»

~
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El monto que la entidad pagaría a un tercero para transferir la 
obligación.

Las empresas emisoras deberán valuar sus provisiones al valor de las 
salidas de flujo de efectivo. Por ejemplo, si la obligación es brindar una 
reforestación o una mejora en una comunidad en una fecha futura, la 
entidad deberá valuar la salida de efectivo por llevar a cabo ese servi-
cio. El monto deberá ser el monto que pagaría la entidad de manera ra-
cional a un tercero para llevar a cabo el servicio a su nombre. No obs-
tante, si existe un mercado abierto para dicho servicio, por ejemplo: 
kilómetro cuadrado de reforestación, el valor de mercado de la fecha 
de los estados financieros, deberá ser el revelado en el balance gene-
ral. En caso de que no exista un mercado para estos servicios, la en-
tidad podrá estimar este monto a la fecha de los estados financieros. 
Con esta propuesta inicial se estaría eliminando el valor del dinero en 
el tiempo y el uso de una tasa que pudiera ser subjetiva y difícil de ar-
gumentar para todos los casos. En resumen, la provisión deberá pre-
sentarse a lo que la empresa erogaría de flujo de efectivo.

Provisiones recurrentes
En el caso de garantías, programas de puntos redimibles, premios can-
jeables, entre otros, hoy en día, las empresas registran la venta del pro-
ducto y crean una provisión por el concepto de pasivo contingente que 
se irá disminuyendo con un cargo a los resultados basados en una es-
timación del gasto que se incurrirá en un futuro. 

Asimismo, los programas en los cuales las empresas otorgan puntos 
para luego ser canjeados por nuevo producto o servicio, las empre-
sas actualmente reconocen el ingreso de la venta por el total del mon-
to recibido y crean una provisión basados en su estimación de puntos 
redimidos. La propuesta del IASB es que el ingreso, en el caso de ga-
rantías se tiene que dividir en dos, una por el valor del producto y otra 
parte por el servicio de la garantía que se está otorgando. El mismo 
caso para los programas de puntos, del total de la venta, las empresas 
tendrán que asignarle un valor a esos puntos y reconocerlos como in-
greso sólo en el momento en que los clientes rediman los puntos o ter-
mine la obligación, de tal manera que las provisiones por pasivos con-
tingentes en estos casos tenderán a desaparecer.

Conclusión
El IASB está promoviendo el uso de los valores de mercado dentro 
de los estados financieros que se apeguen a sus normas. Es eviden-
te que el IASB está tratando de disminuir la subjetividad en la esti-
mación de las provisiones. Por otro lado, la gran ventaja que otorga 
el uso de valores de mercado es reflejar los eventos económicos que 
sucedieron en una ventana de tiempo. Sin embargo, habrá que estar 
muy atentos a qué es a lo que decide el IASB con respecto de valores 
de mercado en las provisiones, ya que quizás sea tema de críticas en 
circunstancias extremas. 

~

Folio 1 /2009-2010. El Comité Ejecutivo Nacional (CEN) del IMCP, 
por medio de su Vicepresidencia de Fiscal y de la Comisión 
Representativa ante Organismos de Seguridad Social (CROSS), da a 
conocer que por el oficio SGRF/GF/5889/09 de fecha 29 de octubre 
de 2009, el Lic. Francisco Lugo Jiménez, Gerente Consultivo 
Fiscal de la Subdirección General de Recaudación Fiscal del 
INFONAVIT, nos solicita difundir a la membrecía la información 
que adjuntamos.

Folio 2/2009-2010. El CEN del IMCP, mediante su Vicepresidencia 
de Fiscal da a conocer que la Cámara de Senadores aprobó el día de 
hoy, el paquete de Reformas Fiscales 2010 y la Ley de Ingresos de 
la Federación para 2010, previamente aprobado por la Cámara de 
Diputados.

Folio 3/2009-2010. El CEN del IMCP, por medio de su Vicepresidencia 
de Práctica Externa, da a conocer que la Dirección General de 
Normatividad Mercantil, nos envía el Oficio No. 316.2099 02380, 
en el que nos solicita difundir entre todos nuestros agremiados, la 
información con respecto al “Mes de Apoyo de la Correduría Pública 
a las Sociedades Mercantiles”.

Folio 4/2009-2010. La Comisión de Normas y Procedimientos de 
Auditoría (CONPA) acompaña la versión final del Boletín 3190, La 
respuesta del auditor a los riesgos determinados, una vez que ha 
sido aprobado por el CEN del Instituto para su entrada en vigor.

Folio 5/2009-2010. La CONPA acompaña la versión final del Marco 
de Referencia para trabajos de aseguramiento, una vez que ha sido 
aprobada por el CEN del Instituto para su entrada en vigor.

Comunicados de l a Pr esidencia
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Los cambios de la política fiscal en los últimos años en Latinoamérica 
han sido orientados por una estrategia dirigida a promover una ma-
yor participación en la economía mundial, estrategia que ha buscado, 
por un lado, el equilibrio entre las reducciones impositivas y el mane-
jo de exenciones y exoneraciones temporales, para atraer inversiones 
extranjeras, lo cual ha debilitado la generación de recursos tributarios 
y, por otra parte, la necesidad de aumentar los recursos públicos dis-
ponibles para favorecer el desarrollo competitivo, la equidad social y 
la estabilidad económica.

En paralelo, los desafíos han sido crecientes en especial en los últimos 
tiempos, transformando así la política fiscal de cada país en un instru-
mento prioritario para enfrentar la situación, cuya envergadura, según 
la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), está 
en función de su estructura tributaria, de sus niveles de recaudación 
y de sus fuentes de financiamiento. En este sentido, destaca el grado 
de exposición de la capacidad recaudatoria latinoamericana en don-
de México está clasificado como uno de los países más expuestos, de-
bido a su alta dependencia en los ingresos por explotación de recur-
sos naturales (petróleo).

Sin embargo, aunque en todos los países latinoamericanos las tensio-
nes macroeconómicas han sido duras, los enfoques también han sido 
diferentes en la búsqueda de soluciones a las necesidades específicas.

En nuestro caso, en diversos estudios de la Cámara de Diputados,1 se 
señala que el nivel de recaudación fiscal de México se ha mantenido 
históricamente debajo de 12% del PIB, lo que resulta bajo a nivel in-
ternacional donde se ubicada en tasas superiores a 20%, esto deriva-
do de una debilidad estructural del sistema tributario que genera insu-
ficiencia de recursos a la hacienda pública, caracterizada por ingresos 
petroleros volátiles, ingresos provenientes de empresas prácticamente 
estáticos e ingresos no tributarios a la baja, que en años recientes pu-
dieron ser compensados por los ingresos petroleros excedentes, pero 
que en el momento actual no es posible considerar y además confir-
man nuestra vulnerabilidad estructural y de rezago en la materia.

Los organismos internacionales señalan que las políticas fiscales de-
ben perseguir la creación de entornos competitivos y sencillos, sin po-
ner en riesgo la equidad o la estabilidad de los países.

En América Latina se observa que, si bien el impuesto sobre la renta se 
orienta a la baja, en el caso de las sociedades en paralelo se acompaña 
con la retención de impuestos sobre dividendos, o con una sobre tasa 
sobre los ingresos. En general, se grava con impuesto sobre la renta a 
empresas y personas físicas, pero, por ejemplo, mientras que en Uru-
guay no existe este impuesto para ellas, en Brasil existe el  impuesto 
sobre circulación de mercancías y servicios, bajo la jurisdicción de los 
estados que representa de 20 a 25% de su recaudación.

Como tendencia general se observa la eliminación de regímenes espe-
ciales y preferenciales que generan erosión de la recaudación, como en 
el caso de México donde subsisten y se crean, a pesar de la endeble si-
tuación recaudatoria.

Lo anterior, sin duda, señala que nuestro país precisa de una política 
fiscal que modernice el sistema tributario orientándolo a la equidad, 
simplicidad y congruencia con nuestras necesidades y con el contexto 
internacional que demanda eficiencia. Tarea aún pendiente. 

1	 www.cefp.gob.mx
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